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SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 540 DE 2025 CÁMARA, 63 
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por medio de la cual se modifica el artículo 6º de la 
Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 11 de junio de 2025
Honorable Representante
GERARDO YEPES CARO
Presidente 
Comisión Séptima Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Asunto: Informe de ponencia para segundo 

debate al Proyecto de Ley número 540 de 2025 
Cámara - 63 de 2024 Senado, por medio de la cual 
se modifica el artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se 
dictan otras disposiciones.

Estimado Presidente,
En cumplimiento de la honrosa designación 

hecha por la mesa directiva de esta célula legislativa, 
de la manera más atenta por medio del presente 
escrito y dentro del término establecido para el 
efecto, procedemos a rendir informe de ponencia 
para segundo debate al Proyecto de Ley número 
540 de 2025 Cámara - 63 de 2024 Senado, por 
medio de la cual se modifica el artículo 6º de la Ley 
3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE

CONTENIDO
I.	 Trámite y Antecedentes
II.	 Objeto y contenido del proyecto de ley
III.	 Exposición de motivos
IV.	 Impacto Fiscal
V.	 Conflicto de intereses
VI.	 Pliego de Modificaciones
VII.	Proposición
VIII.	 Texto Propuesto
I.	 TRÁMITE Y ANTECEDENTES
El proyecto de ley objeto de estudio es de origen 

legislativo a iniciativa del honorable Senador 
Jonathan Pulido 31 de julio de 2024, tal como consta 
en la Gaceta del Congreso número 1318 de 2024.

De acuerdo con lo anterior, conforme a lo dispuesto 
por el artículo 140 de la Ley 5ª de 1992, la Mesa 
Directiva de la Comisión Séptima Constitucional 
Permanente del Senado de la República procedió 
mediante Oficio CSP-CS-1147-2024 de fecha 26 
de septiembre de 2024 a la designación de ponente, 
nombrando a la honorable Senadora Berenice 
Bedoya Pérez como ponente única.

El 11 de octubre de 2024, se radicó ponencia 
para primer debate ante la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente del Senado de la 
República, en la cual se solicitó aprobar el Proyecto 
de Ley número 63 de 2024 Senado de conformidad 
con el pliego de modificaciones propuesto. En sesión 
del 29 de octubre de 2024, la Comisión Séptima 
discutió la iniciativa, en la cual se radicaron tres 
proposiciones, dos de las cuales fueron avaladas.
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El texto propuesto en el marco del debate, fue 
aprobado en Comisión por unanimidad, con el 
mecanismo de votación nominal, con diez (10) votos 
a favor, ninguno en contra, ninguna abstención.

El 21 de noviembre de 2024, se radicó ponencia 
para segundo debate ante la Secretaría General del 
Senado de la República. En sesión del 18 de febrero 
de 2025, se llevó a cabo la discusión y votación 
del proyecto de ley, en la cual se radicaron cuatro 
proposiciones, las cuales fueron avaladas. 

El texto propuesto en el marco del debate, fue 
aprobado en la Plenaria del Senado de la República, 
por unanimidad, con el mecanismo de votación 
nominal, ninguno en contra.

De acuerdo con lo anterior, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 140 de la Ley 5ª de 
1992, la Mesa Directiva de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente de la Cámara de 

Representantes, procedió mediante oficio CSCP3.7-
157-25 del 29 de abril de 2025 a la designación de 
ponentes, nombrando a el honorable Representante 
Juan Camilo Londoño Barrera como ponente 
Coordinador, y a los honorables Representantes 
María Fernanda Carrascal Rojas y Juan Carlos 
Vargas Soler como ponentes.

El pasado 27 de mayo, fue aprobado el informe 
de ponencia para primer debate en la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes con las mayorías, exigidas por la 
ley. Durante la discusión del proyecto se presentaron 
las siguientes proposiciones:

Proposiciones radicadas (avaladas y 
aprobadas).

Las siguientes, fueron las proposiciones 
presentadas, avaladas y leídas, así:

Artículo 2º Honorable Representante 
Víctor Manuel Salcedo

ARTÍCULO 2º.

(…)

PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este artículo, se considerarán víctimas 
del conflicto armado las personas inscritas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 2011 y la Ley 2421 de 2024. El Gobierno 
nacional, en coordinación con entidades competentes, reglamentará los cri-
terios para acceder al subsidio por segunda vez, garantizando que la pérdida 
de la vivienda haya sido por causas ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión y veeduría ciudadana para asegurar 
que el subsidio sea asignado a quienes realmente lo necesiten. La pérdida 
de la vivienda deberá acreditarse como total o que impida su habitabili-
dad insalvable por fuerza mayor, caso fortuito, violencia, en el marco del 
conflicto armado interno o amenaza de calamidad ambiental, mediante los 
mecanismos administrativos o judiciales idóneos.

Artículo 2º Honorable Representante 
Gerardo Yepes Caro

ARTÍCULO 2º.

(…)

ARTÍCULO 6º. Establézcase el Subsidio Familiar de Vivienda como un 
aporte estatal en dinero o en especie, que podrá aplicarse en lotes con servi-
cios para programas de desarrollo de autoconstrucción, entre otros, otorgado 
por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar el acceso a una 
solución de vivienda de interés social o interés prioritario de las señaladas 
en el artículo 5º de la presente ley, sin cargo de restitución, siempre que el 
beneficiario cumpla con las condiciones que establece la ley.

La cuantía del subsidio será determinada por el Gobierno nacional de acuer-
do con los recursos disponibles, el valor final de la solución de vivienda y 
las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios, en cuya postulación se 
dará un tratamiento preferente a las mujeres cabeza de familia de los estratos 
más pobres de la población, a las trabajadoras de la economía del sector 
informal, a las madres comunitarias y a las víctimas de municipios PDETs 
y ZOMAC.

(…)
Artículo 2º Honorable Representante 

Germán Rogelio Rozo Anís
ARTÍCULO 2º. Modifíquese lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 3 de 
1991, modificado por el artículo 1 de la Ley 1432 de 2011, el artículo 28 
de la Ley 1469 de 2011, y el artículo 301 de la Ley 2294 de 2023, el “Por la 
cual se crea el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, se establece 
el subsidio familiar de vivienda, se reforma el Instituto de Crédito Territorial, 
ICT, y se dictan otras disposiciones” e inclúyase un parágrafo nuevo, en el 
cual se establecen los criterios para la acreditación de las víctimas de despla-
zamiento forzado o despojadas por cualquier otra razón completamente ajena 
a su voluntad en el marco del conflicto armado interno que se postulen a un 
segundo subsidio de vivienda. El cual quedará así:
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ARTÍCULO 6º. Establézcase el Subsidio Familiar de Vivienda como un 
aporte estatal en dinero o en especie, que podrá aplicarse en lotes con servi-
cios para programas de desarrollo de autoconstrucción, entre otros, otorgado 
por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar el acceso a una 
solución de vivienda de interés social o interés prioritario de las señaladas 
en el artículo 5º de la presente ley, sin cargo de restitución, siempre que el 
beneficiario cumpla con las condiciones que establece la ley.
La cuantía del subsidio será determinada por el Gobierno nacional de acuer-
do con los recursos disponibles, el valor final de la solución de vivienda y 
las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios, en cuya postulación se 
dará un tratamiento preferente a las mujeres cabeza de familia de los estratos 
más pobres de la población, a las trabajadoras del sector informal, a las ma-
dres comunitarias y a las víctimas de municipios PDETs y ZOMAC.
Los del mecanismo financiero de recepción, pertenecen a estos, y se sujeta-
rán recursos de los subsidios familiares de vivienda, una vez adjudicados y 
transferidos a los beneficiarios o a las personas que estos indiquen, indepen-
dientemente a las normas propias que regulan la actividad de los particulares.
PARÁGRAFO 1º. Los beneficiarios del subsidio familiar de vivienda en 
cualquiera de sus modalidades, cuyas viviendas hayan sido o fueren afecta-
das por desastres naturales o accidentales, por la declaratoria de calamidad 
pública o estado de emergencia, o por atentados terroristas; o hayan sido 
abandonadas por violencia generalizada como consecuencia del desplaza-
miento forzado o despojadas por cualquier otra razón completamente ajena a 
su voluntad en el marco del conflicto armado interno, debidamente justifica-
dos y tramitados ante las autoridades competentes, tendrán derecho a postu-
larse nuevamente, para acceder al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo 
con las condiciones que para el efecto establezca el Gobierno nacional.
(…)
Parágrafo 2º. Los usuarios de los créditos de vivienda de interés social 
o interés prioritario, que sean cabeza de hogar, que hayan perdido su 
vivienda de habitación como consecuencia de una dación en pago o por 
efectos de un remate judicial, podrán postularse por una sola vez, para 
el reconocimiento del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el pa-
rágrafo anterior, previa acreditación de calamidad doméstica o pérdida 
de empleo y trámite ante las autoridades competentes.
Parágrafo 3º. Quienes hayan accedido al subsidio familiar de vivienda 
contemplado en el parágrafo 1º del presente artículo, podrán postularse 
para acceder al otorgamiento de un subsidio adicional, con destino al 
mejoramiento de la vivienda urbana o rural, equivalente al valor máxi-
mo establecido para cada modalidad, de conformidad con la reglamen-
tación que expida el Gobierno nacional dentro de los tres (3) meses si-
guientes a la promulgación de la presente ley. 
Parágrafo 4º. Los hogares podrán acceder al subsidio familiar de vivien-
da de interés social otorgado por distintas entidades partícipes del Siste-
ma Nacional de Vivienda de Interés Social y aplicarlos concurrentemen-
te para la obtención de una solución de vivienda de interés social cuando 
la naturaleza de los mismos así lo permita. 

Parágrafo 5º. Los beneficiarios del Subsidio Familiar de Vivienda en la 
modalidad de arrendamiento, tendrán derecho a postularse nuevamente 
para el acceso al Subsidio Familiar de Vivienda, en las modalidades de 
adquisición, construcción o mejoramiento, de acuerdo con el reglamento 
que para el efecto establezca el Gobierno nacional. 
Parágrafo 6º. En los casos en los que se aplique el subsidio familiar de 
vivienda otorgado por el Gobierno nacional, las entidades territoriales 
y las Cajas de Compensación Familiar, en las modalidades de mejora-
miento de vivienda, vivienda progresiva o construcción en sitio. propio, 
el Gobierno. nacional por iniciativa del Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, establecerá las condiciones especiales para autorizar la eje-
cución de las intervenciones y la verificación del cumplimiento de las 
normas técnicas de construcción que le apliquen a la intervención que 
se desarrolle, sin que sea necesaria la expedición de la respectiva licen-
cia de construcción o acto de reconocimiento. Las autorizaciones deben 
estar conforme a lo previsto en el plan de ordenamiento territorial del 
municipio correspondiente.
(…)
PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este artículo, se considerarán víctimas 
del conflicto armado las personas inscritas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 2011 y la Ley 2421 de 2024. El Gobierno 
nacional, en coordinación con entidades competentes, reglamentará los cri-
terios para acceder al subsidio por segunda vez, garantizando que la pérdida 
de la vivienda haya sido por causas ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión y veeduría ciudadana para asegurar 
que el subsidio sea asignado a quienes realmente lo necesiten. La pérdida de 
la vivienda deberá acreditarse como insalvable por fuerza mayor, caso fortui-
to, violencia o amenaza de calamidad ambiental, mediante los mecanismos 
administrativos o judiciales idóneos.
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II.	 OBJETO Y CONTENIDO DEL 
PROYECTO DE LEY.

El objeto del Proyecto de Ley consiste en 
modificar un parágrafo del artículo 6º de la Ley 
3ª de 1991 con el fin de incluir a víctimas de 
desplazamiento forzado o despojadas por cualquier 
otra razón completamente ajena a su voluntad en el 
marco del conflicto armado interno, como sujetos 
que puedan acceder nuevamente al subsidio familiar 
de vivienda. Actualmente, la norma solo permite una 
única postulación a este subsidio, salvo excepciones, 
y la propuesta busca ampliar dichas excepciones 
para garantizar que estas personas puedan postularse 
por segunda vez.

Este Proyecto responde a la necesidad de 
elevar a rango legal una disposición que ya estaba 
contemplada en el Decreto número 1077 de 2015, 
pero que, según la sentencia C-191 de 2021 de la 
Corte Constitucional, debe estar incorporada en una 
ley, ya que el derecho a la vivienda tiene protección 
constitucional e internacional.

III.	 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.	 Aspectos relevantes
1.2.	 Fundamento constitucional
El derecho a la vivienda se encuentra establecido 

en el artículo 51 de la Constitución Política. En el 
ámbito internacional, se destaca la Declaración 
Universal de Derechos Humanos que contempla este 
derecho en el artículo 25, y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
consagra el derecho a la vivienda adecuada (art. 
11.1).

Según el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, “es 
el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad”. Al 
respecto, el Comité en Opinión Consultiva número 
cuatro, dispuso:

“i) 	 el derecho a la vivienda está íntimamente 
ligado a otros derechos humanos que encuentran su 
fundamento en la dignidad inherente a la persona 
humana;

y ii) se enfoca hacia el concepto de vivienda 
adecuada, lo que implica disponer… de un lugar 
donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, 
seguridad adecuada, iluminación y ventilación 
adecuadas, una infraestructura básica adecuada 
y una situación adecuada en relación con el 
trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo 
razonable.”

La Corte Constitucional ha desarrollado el 
derecho a la vivienda en tres momentos diferentes: 
en un primer momento lo catalogó como un derecho 
de carácter prestacional, es decir que su garantía y 
prestación dependía de la disponibilidad jurídico 
material del Estado. Por lo tanto, su prestación 
no era posible adquirirla a través de la acción 
de tutela o judicial1. En un segundo estadio de la 
jurisprudencia, la Corte Constitucional sustentó que 

1	 Sentencia de la Corte Constitucional T- 585 de 2008.

el derecho a la vivienda no es concebido como un 
derecho de carácter autónomo, sino que, para su 
exigencia o reclamo, se debe acudir al criterio de 
conexidad cuando se afecte el derecho a la vida o 
el mínimo vital. Por último, la actual jurisprudencia 
del Alto Tribunal considera el derecho a la vivienda 
como un derecho autónomo, toda vez que puede ser 
requerido ante un juez.

1.2 Sobre la necesidad de incluir a las víctimas 
de desplazamiento forzado o despojadas por 
cualquier otra razón completamente ajena a su 
voluntad en el marco del conflicto armado interno

El derecho a la vivienda, es un derecho 
fundamental de carácter prestacional, es decir, las 
autoridades, en este caso el ejecutivo, debe garantizar 
los medios para su acceso progresivo a través de 
beneficios, estímulos, facilidades de subsidios, 
eliminación de barreras u obstáculos, para que las 
personas con menos recursos puedan garantizar una 
vida digna.

Respecto a lo anterior, el Alto Tribunal 
Constitucional ha establecido en su jurisprudencia2, 
las obligaciones que el Estado debe cumplir con la 
finalidad de desarrollar este derecho, las cuales son:

(i)	  diseñar los planes y programas de vivienda, 
con un énfasis prioritario en atender las 
especiales necesidades de dicha población;

ii)	 brindar asesoría clara y efectiva a estas 
personas sobre los trámites y requisitos para 
acceder a los programas de vivienda;

(iii)	 eliminar las barreras que impiden el acceso 
de las personas desplazadas a los programas 
de asistencia social del Estado.

(iv)	 proveerles soluciones de vivienda asequibles, 
con gastos de mantenimiento soportables y 
dotadas de protección jurídica.

El Estado, en aras de materializar el derecho a 
la vivienda en condiciones dignas, ha desarrollado 
un sistema normativo y políticas públicas, que 
promueven planes de vivienda o subsidios para 
que personas con menos recursos económicos o 
capacidad de pago, puedan tener acceso a vivienda 
de manera más fácil. 

Lo anterior, se traduce en subsidios otorgados 
por el Estado para programas específicos, esto es 
proyectos de vivienda de interés social, diseñados 
para personas con recursos limitados o que, de 
otra forma, no podrían adquirir vivienda en el 
corto plazo. De esta manera, en desarrollo de las 
ordenanzas constitucionales, se promulgó la Ley 3ª 
de 1991, por medio de la cual se creó el Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social que es un 
instrumento legal que establece el régimen del 
subsidio de vivienda.

Uno de los puntos relevantes de la citada política, 
es que, en razón a los recursos limitados y en aras de 
impactar al mayor número de personas de manera 

2	 Sentencias SU-016 de 2021, T-299 de 2017, T-409 de 
2016, T-472 de 2010, entre otras.
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equitativa, se dispuso, por regla general, que las 
personas solo podrían ser beneficiadas por una sola 
vez (artículo 6º).

No obstante, la norma estableció excepciones que 
permiten que una persona se postule por segunda 
vez, cuando quienes accedieron al beneficio, pero sus 
viviendas fueron afectadas por desastres naturales 
o accidentales, por la declaratoria de calamidad 
pública o estado de emergencia “o por atentados 
terroristas” debidamente justificados y tramitados 
ante las autoridades competentes.

La ley fue demandada ante la Corte Constitucional 
bajo el argumento de que no se incluyó en la ley a las 
personas que fueron beneficiadas por los programas 
de subsidio de vivienda pero que por razones del 
conflicto armado perdieron el uso y goce de la 
vivienda. Por lo tanto, estas personas no pueden 
acceder nuevamente a subsidios de vivienda.

La Corte Constitucional, en la sentencia C-191 de 
2021, argumentó, que si bien el Gobierno nacional 
expidió el Decreto número 1077 de 2015, el cual 
incluyó a las víctimas del conflicto armado, a través 
del artículo 2.1.1.1.1.3.3.1.2 como sujetos dentro de 
la excepción a la regla general de única postulación 
al subsidio familiar de vivienda, el derecho a la 
vivienda es un derecho de rango constitucional e 
internacional de los derechos humanos, por lo tanto 
la protección debe ser a través de una norma de igual 
o superior jerarquía y no por medio de un decreto.

En ese sentido, la Corte instó al Congreso de la 
República a modificar la Ley 3ª de 1991 para que 
incluya a las víctimas del conflicto armado y a las 
personas que pierdan su vivienda por razones ajenas 
a su voluntad, dentro de la excepción de la única 
postulación.

“La Sala Plena encuentra que en materia 
de derechos fundamentales y, en concreto, la 
materialización de la faceta prestacional de la 
garantía a la vivienda digna impone deberes al 
Estado. Entre otros, uno específico al legislador que 
consiste en adecuar el ordenamiento jurídico para 
garantizar el acceso progresivo a la vivienda digna. 
Eso supone que las medidas dictadas ostenten 
una jerarquía que otorgue seguridad jurídica a 
sus destinatarios a través de un procedimiento 
complejo de reforma o derogatoria que asegure la 
deliberación democrática.

“Lo anterior significa que el deber del Estado 
dentro del sistema de fuentes es implementar 
mecanismos eficaces y obligatorios que desarrollen 
de forma progresiva el contenido de derechos 
sociales mediante normas de rango legal. Por 
el contrario, es insuficiente la reglamentación a 
través de medidas administrativas que carecen del 
respaldo deliberativo democrático que exige el 
derecho internacional de derechos humanos. En 
todo caso, la Corte estima pertinente advertir que 
la existencia normativa en reglamentos o normas de 
inferior jerarquía, en todo caso, son de obligatorio 
cumplimiento para las autoridades y la sociedad en 
general. Lo que corresponde es que, en el futuro, 

el Congreso de la República adopte le legislación 
sobre la materia.” (subrayas fuera de texto).

1.3 	 Ley de Víctimas y de Restitución de 
Tierras (Ley 1448 de 2011)

Las Naciones Unidas en el año de 1998 estableció 
los Principios Rectores de los Desplazamientos 
Internos, en donde se indicó que se debe garantizar 
a las personas en condición de desplazamiento 
por parte de las autoridades públicas, un nivel de 
vida adecuado, en donde por lo menos cuente con 
alimentos esenciales, agua potable, alojamiento y 
vivienda básica.

En relación con el derecho a la vivienda y a la 
reubicación de los desplazados, el principio 28 
señaló que “las autoridades competentes tienen 
la obligación y responsabilidad primarias de 
establecer las condiciones y proporcionar los medios 
que permitan el regreso voluntario, seguro y digno 
de los desplazados internos a su hogar o su lugar de 
residencia habitual, o su reasentamiento voluntario 
en otra parte del país. Esas autoridades tratarán 
de facilitar la reintegración de los desplazados 
internos que han regresado o se han reasentado en 
otra parte”. 

La Ley 1448 de 2011, se expidió con la finalidad 
de establecer medidas judiciales, administrativas, 
sociales y económicas, individuales y colectivas 
para reparar a las víctimas en el marco del conflicto 
armado en el territorio colombiano. Lo anterior se 
traduce en una política pública de víctimas, que 
contempla medidas de prevención y protección; 
atención y asistencia; reparación integral y verdad 
y justicia.

Dentro de las medidas de reparación integral se 
encuentra la restitución de tierras y garantías para 
el acceso a vivienda a las víctimas del conflicto 
armado.

El artículo 123 de la Ley 1448 de 2011, establece 
medidas de restitución en materia de vivienda, 
priorizando a las víctimas cuyas viviendas hayan 
sido afectadas por despojo, abandono, pérdida o 
deterioro.

ARTÍCULO 123. MEDIDAS DE 
RESTITUCIÓN EN MATERIA DE VIVIENDA. 
Las víctimas cuyas viviendas hayan sido afectadas 
por despojo, abandono, pérdida o menoscabo, 
tendrán prioridad y acceso preferente a 
programas de subsidios de vivienda en las 
modalidades de mejoramiento, construcción en sitio 
propio y adquisición de vivienda, establecidos por el 
Estado. Lo anterior, sin perjuicio de que el victimario 
sea condenado a la construcción, reconstrucción o 
indemnización.

En ese sentido, el proyecto de ley pretende dar 
cumplimiento a la política pública, al dar prioridad 
a las víctimas del conflicto armado en el acceso a 
vivienda, esto es garantizando la oportunidad de 
postularse a un segundo subsidio de vivienda en 
razón al despojo o desplazamiento forzado en el 
marco del conflicto armado.
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2.	 De la omisión legislativa relativa
La doctrina constitucional ha definido dos tipos 

de omisiones legislativas; absoluta, al tratarse 
de ausencia total de normatividad por parte del 
Congreso y relativa, cuando tal órgano lleva a cabo 
una regulación sobre una determinada materia 
en forma imperfecta e incompleta. El control de 
constitucionalidad que realiza la Corte, se predica 
respecto de las omisiones legislativas relativas, en 
tanto, existe objeto de control susceptible de ser 
comparado con el texto constitucional, toda vez 
que, aunque existe norma, la misma termina por 
resultar insuficiente por desconocer situaciones 
que debieron ser reguladas (Corte Constitucional, 
Sentencia C-329 de 2019).

Así entonces, la omisión legislativa relativa 
podría conllevar a la afectación directa del principio 
de igualdad, por cuanto el contenido normativo, no 
abarca injustificadamente a todos los destinatarios que 
deberían estar incluidos en la regulación respectiva; 
o bien, podría desencadenar en la vulneración de 
otros principios o mandatos constitucionales (Corte 
Constitucional, Sentencia C-083 de 2018).

En vista de que el legislador no ha establecido hasta 
la fecha, una mención expresa de incluir a las víctimas 
del conflicto armado y a las personas que pierdan 
su vivienda por razones ajenas a su voluntad 
como sujetos que puedan acceder nuevamente al 
subsidio familiar de vivienda. En la norma objeto de 
modificación, se evidencia una omisión legislativa 
relativa que debe ser corregida, y de la cual ya se han 
derivado pronunciamientos por parte de la Honorable 
Corte Constitucional, habida cuenta de la vulneración 
de garantías que ha suscitado la mencionada omisión.

3.	 La jurisprudencia constitucional no 
reemplaza la potestad y el deber legislativo del 
Congreso de la República

De conformidad con el artículo 113 de la 
Constitución Política de Colombia, son ramas del 
poder público, la legislativa, ejecutiva y judicial, y 
a pesar de que se predica una separación de poderes 
entre las mismas y cuentan con diferentes funciones, 
existe un mandato constitucional de colaboración 
armónica para que cada una de ellas materialice sus 
fines.

En este contexto, puede establecerse lo que la 
doctrina ha denominado un “modelo de cooperación” 
entre el legislador y la justicia constitucional para 
el restablecimiento de la igualdad a la luz de las 
normas constitucionales. Bajo este entendido, 
la Corte Constitucional determina visos de 
inconstitucionalidad en algunas normas demandadas 
y pone de presente esta situación al Congreso para 
que este, en ejercicio de su facultad legislativa, expida 
o reforme la ley que restablezca la constitucionalidad 
del orden jurídico. Lo anterior, en consideración al 
ámbito funcional del legislador3.

3	  	 Markus González Beilfuss. “Delimitación de com-
petencias entre el Tribunal Constitucional y el legislador 
ordinario en el restablecimiento de la igualdad en la ley”, 
Revista Española de Derecho Constitucional, n.º 42, Ma-

No obstante lo anterior, en la mayoría de casos 
la Corte Constitucional declara la exequibilidad 
o inexequibilidad de los preceptos legales, o 
profiere sentencias interpretativas o integradoras 
que condicionan la exequibilidad de la disposición 
estudiada a determinada interpretación que el Alto 
Tribunal Constitucional encuentra conforme a la 
Carta Política. Ahora bien, desde un punto de vista 
funcional, y atendiendo a pilares del ordenamiento 
jurídico colombiano como la libre configuración 
legislativa y al principio democrático (Art. 3º C. P.), 
la labor constitucional de la Corte no reemplaza la 
potestad del Congreso como órgano competente para 
crear, interpretar, reformar y derogar leyes; funciones 
que se encuentran consagradas precisamente en la 
Constitución Política, a través del artículo 150.

En conclusión, se hace necesario modificar la Ley 
3a de 1991 con la finalidad de garantizar el derecho 
a la vivienda a las personas que fueron beneficiadas 
por un subsidio familiar de vivienda, pero que por 
razones del conflicto armado o por razones ajenas 
a su voluntad perdieron su vivienda.

IV.	 IMPACTO FISCAL
El proyecto de ley no genera un nuevo gasto 

o una erogación nueva para el Estado. Lo anterior, 
por cuanto es una política ya existente, establecida 
a través del Decreto número 1077 de 2015, el cual 
se garantiza la segunda postulación al subsidio de 
vivienda a víctimas de desplazamiento forzado o 
despojadas por cualquier otra razón completamente 
ajena a su voluntad en el marco del conflicto armado 
interno.

A la vez, es el cumplimiento de una política 
pública establecida en la Ley 1448 de 2011 (Ley de 
Víctimas y de Restitución de Tierras).

Sobre el contenido y alcance de la previsión del 
impacto fiscal en los proyectos de ley la Honorable 
Corte Constitucional ha precisado: “Las obligaciones 
previstas en el artículo 7º de la Ley 819/03 constituyen 
un parámetro de racionalidad legislativa, que está 
encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente 
valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, 
la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva 
de las leyes. Esto último en tanto un estudio previo de 
la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley 
y las proyecciones de la política económica, disminuye 
el margen de incertidumbre respecto de la ejecución 
material de las previsiones legislativas. El mandato de 
adecuación entre la justificación de los proyectos de 
ley y la planeación de la política económica, empero, 
no puede comprenderse como un requisito de trámite 
para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo 
cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso.

(i)	 El Congreso carece de las instancias de 
evaluación técnica para determinar el impacto 
fiscal de cada proyecto, la determinación 
de las fuentes adicionales de financiación 
y la compatibilidad con el marco fiscal de 
mediano plazo.

(ii)	 Aceptar una interpretación de esta naturaleza 
constituiría una carga irrazonable para el 

drid, 1984, p. 125.
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legislador y otorgaría un poder correlativo 
de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio 
de Hacienda, respecto de la competencia 
del Congreso para hacer las leyes. Un poder 
de este carácter, que involucra una barrera 
en la función constitucional de producción 
normativa, se muestra incompatible con 
el balance entre los poderes públicos y el 
principio democrático.

Si se considera dicho mandato como un mecanismo 
de racionalidad legislativa, su cumplimiento 
corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, una vez el Congreso ha valorado, 
mediante las herramientas que tiene a su alcance, la 
compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa 
legislativa y las proyecciones de la política económica 
trazada por el Gobierno. Así, si el Ejecutivo considera 
que las cámaras han efectuado un análisis de impacto 
fiscal erróneo, corresponde al citado Ministerio el 
deber de concurrir al procedimiento legislativo, en 
aras de ilustrar al Congreso sobre las consecuencias 
económicas del Proyecto.

V.	 CONFLICTO DE INTERESES
Dando alcance a lo establecido en el artículo 

3º de la Ley 2003 de 2019, “por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5ª de 1992”, se hacen las siguientes 
consideraciones a fin de describir las circunstancias 
o eventos que podrían generar conflicto de interés 
en la discusión y votación de la presente iniciativa 
legislativa, de conformidad con el artículo 286 de la 
Ley 5ª de 1992, modificado por el artículo 1º de la Ley 
2003 de 2019, a saber:

“ARTÍCULO 286. Régimen de conflicto de interés 
de los congresistas. Todos los congresistas deberán 
declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir 
en el ejercicio de sus funciones.

Se entiende como conflicto de interés una situación 
donde la discusión o votación de un proyecto de 
ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en 
un beneficio particular, actual y directo a favor del 
congresista

a)	 Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que 
no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las 
que se encuentre formalmente vinculado.

b)	  Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista 
participa de la decisión.

c)	 Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay 
conflicto de interés en las siguientes circunstancias:

a)	 Cuando el congresista participe, discuta, 
vote un proyecto de ley o de acto legislativo 
que otorgue beneficios o cargos de carácter 
general, es decir cuando el interés del 
congresista coincide o se fusione con los 
intereses de los electores.

b)	 Cuando el beneficio podría o no configurarse 
para el congresista en el futuro.

c)	 Cuando el congresista participe, discuta o vote 
artículos de proyectos de ley o acto legislativo 
de carácter particular, que establezcan 
sanciones o disminuyan beneficios, en el cual 
el congresista tiene un interés particular, 
actual y directo. El voto negativo no constituirá 
conflicto de interés cuando mantiene la 
normatividad vigente.

d)	 Cuando el congresista participe, discuta o vote 
artículos de proyectos de ley o acto legislativo 
de carácter particular, que regula un sector 
económico en el cual el congresista tiene un 
interés particular, actual y directo, siempre y 
cuando no genere beneficio particular, directo 
y actual.

e)	 Cuando el congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo que tratan sobre los sectores 
económicos de quienes fueron financiadores 
de su campaña siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual para 
el congresista. El congresista deberá hacer 
saber por escrito que el artículo o proyecto 
beneficia a financiadores de su campaña. 
Dicha manifestación no requerirá discusión ni 
votación.

f)	 Cuando el congresista participa en la elección 
de otros servidores públicos mediante el voto 
secreto. Se exceptúan los casos en que se 
presenten inhabilidades referidas al parentesco 
con los candidatos.

PARÁGRAFO 1º. Entiéndase por conflicto de 
interés moral aquel que presentan los congresistas 
cuando por razones de conciencia se quieran apartar 
de la discusión y votación del proyecto.

PARÁGRAFO 2º. Cuando se trate de funciones 
judiciales, disciplinarias o fiscales de los congresistas, 
sobre conflicto de interés se aplicará la norma especial 
que rige ese tipo de investigación. 

PARÁGRAFO 3º. Igualmente se aplicará el régimen 
de conflicto de intereses para todos y cada uno de 
los actores que presenten, discutan o participen de 
cualquier iniciativa legislativa, conforme al artículo 
140 de la Ley 5a de 1992”.

Por lo anterior, el presente proyecto de ley no genera 
conflictos de interés para su discusión y votación, es un 
proyecto de carácter general que no crea un beneficio 
particular, actual y directo. No obstante, lo anterior es 
menester precisar que la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente 
al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5ª 
de 1992 modificado por la Ley 2003 de 2019, no exime 
al congresista de identificar causales adicionales en las 
que pueda estar inmerso.
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VI.	 PLIEGO DE MODIFICACIONES

TEXTO APROBADO EN COMI-
SIÓN SÉPTIMA DE CÁMARA

TEXTO PROPUESTO PARA SE-
GUNDO DEBATE - CÁMARA JUSTIFICACIÓN

“POR MEDIO DE LA CUAL SE 
MODIFICA EL ARTÍCULO 6º DE 
LA LEY 3ª DE 1991 Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”

Sin modificaciones

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Sin modificaciones

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente 
Ley tiene por objeto modificar el artículo 
6º de la Ley 3ª de 1991, con el fin de in-
cluir y proteger a las víctimas del conflic-
to armado y personas que pierdan su vi-
vienda por razones ajenas a su voluntad, 
como sujetos de la excepción de la regla 
general de única postulación al subsidio 
de vivienda familiar.

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente 
Ley tiene por objeto modificar el artí-
culo 6° de la Ley 3ª de 1991, con el fin 
de garantizar el acceso efectivo a una 
segunda postulación al Subsidio Fami-
liar de Vivienda (SFV), incluir y prote-
ger a las víctimas del conflicto armado 
interno debidamente registradas en el 
Registro Único de Víctimas (RUV) y a 
las personas que pierdan su vivienda por 
razones completamente ajenas a su vo-
luntad, como sujetos de la excepción de 
la regla general de única postulación al 
subsidio de vivienda familiar.

Se hace ajuste de forma

ARTÍCULO 2º. Modifíquese lo dis-
puesto en el artículo 6º de la Ley 3a de 
1991, modificado por el artículo 1º de 
la Ley 1432 de 2011, el artículo 28 de 
la Ley 1469 de 2011, y el artículo 301 
de la Ley 2294 de 2023, el cual quedará 
así:

ARTÍCULO 6º. Establézcase el Sub-
sidio Familiar de Vivienda como un 
aporte estatal en dinero o en especie, 
que podrá aplicarse en lotes con servi-
cios para programas de desarrollo de 
autoconstrucción, entre otros, otorgado 
por una sola vez al beneficiario con el 
objeto de facilitar el acceso a una so-
lución de vivienda de interés social o 
interés prioritario de las señaladas en el 
artículo 5º de la presente ley, sin cargo 
de restitución, siempre que el benefi-
ciario cumpla con las condiciones que 
establece la ley.

La cuantía del subsidio será determina-
da por el Gobierno nacional de acuerdo 
con los recursos disponibles, el valor 
final de la solución de vivienda y las 
condiciones socioeconómicas de los 
beneficiarios, en cuya postulación se 
dará un tratamiento preferente a las 
mujeres cabeza de familia de los estra-
tos más pobres de la población, a las 
trabajadoras de la economía informal, 
a las madres comunitarias y a las vícti-
mas de municipios PDETs y ZOMAC.

ARTÍCULO 2º. Modifíquese lo dis-
puesto en el artículo 6º de la Ley 3a de 
1991, modificado por el artículo 1º de 
la Ley 1432 de 2011, el artículo 28 de 
la Ley 1469 de 2011, y el artículo 301 
de la Ley 2294 de 2023, el cual quedará 
así:

 
ARTÍCULO 6º. Establézcase el Sub-
sidio Familiar de Vivienda como un 
aporte estatal en dinero o en especie, 
que podrá aplicarse en lotes con servi-
cios para programas de desarrollo de 
autoconstrucción, entre otros, otorgado 
por una sola vez al beneficiario con el 
objeto de facilitar el acceso a una so-
lución de vivienda de interés social o 
interés prioritario de las señaladas en el 
artículo 5º de la presente ley, sin cargo 
de restitución, siempre que el benefi-
ciario cumpla con las condiciones que 
establece la ley.

La cuantía del subsidio será determina-
da por el Gobierno nacional de acuerdo 
con los recursos disponibles, el valor 
final de la solución de vivienda y las 
condiciones socioeconómicas de los 
beneficiarios, en cuya postulación se 
dará un tratamiento preferente a las 
mujeres cabeza de familia de los estra-
tos más pobres de la población, a las 
trabajadoras de la economía informal, 
a las madres comunitarias y a las vícti-
mas de municipios PDETs y ZOMAC.

Una vez adjudicados los recursos 
del Subsidio Familiar de Vivienda 
(SFV), estos son custodiados y ges-
tionados a través del mecanismo es-
tablecido por la entidad otorgante. 
El hogar beneficiario debe cumplir 
con las condiciones de legalización 
y cobro definidas previamente. Una 
vez cumplidos estos requisitos, los re-
cursos del subsidio son transferidos 
a los terceros involucrados, como el 
constructor, el oferente o el vende-
dor, entre otros.

Ajuste realizado según concepto de 
Ministerio de Vivienda
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TEXTO APROBADO EN COMI-
SIÓN SÉPTIMA DE CÁMARA

TEXTO PROPUESTO PARA SE-
GUNDO DEBATE - CÁMARA JUSTIFICACIÓN

Los del mecanismo financiero de re-
cepción, pertenecen a estos, y se suje-
tarán recursos de los subsidios familia-
res de vivienda, una vez adjudicados y 
transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, indepen-
dientemente a las normas propias que 
regulan la actividad de los particulares.

PARÁGRAFO 1º. Los beneficiarios 
del subsidio familiar de vivienda en 
cualquiera de sus modalidades, cuyas 
viviendas hayan sido o fueren afecta-
das por desastres naturales o acciden-
tales, por la declaratoria de calamidad 
pública o estado de emergencia, o por 
atentados terroristas; o hayan sido 
abandonadas por violencia generaliza-
da como consecuencia del desplaza-
miento forzado o despojadas por cual-
quier otra razón completamente ajena 
a su voluntad en el marco del conflicto 
armado interno, debidamente justifica-
dos y tramitados ante las autoridades 
competentes, tendrán derecho a postu-
larse nuevamente, para acceder al sub-
sidio familiar de vivienda, de acuerdo 
con las condiciones que para el efec-
to establezca el Gobierno nacional. 

PARÁGRAFO 2º. Los usuarios de los 
créditos de vivienda de interés social o 
interés prioritario, que sean cabeza de 
hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de 
una dación en pago o por efectos de un 
remate judicial, podrán postularse por 
una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de 
que trata el parágrafo anterior, previa 
acreditación de calamidad doméstica 
o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

Los del mecanismo financiero de re-
cepción, pertenecen a estos, y se suje-
tarán recursos de los subsidios familia-
res de vivienda, una vez adjudicados y 
transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, indepen-
dientemente a las normas propias que 
regulan la actividad de los particulares. 

PARÁGRAFO 1º. Los beneficiarios 
del subsidio familiar de vivienda en 
cualquiera de sus modalidades, cuyas 
viviendas hayan sido o fueren afecta-
das por desastres naturales o acciden-
tales, por la declaratoria de calamidad 
pública o estado de emergencia, o por 
atentados terroristas; o hayan sido 
abandonadas por violencia generaliza-
da como consecuencia del desplaza-
miento forzado o despojadas por cual-
quier otra razón completamente ajena 
a su voluntad en el marco del conflicto 
armado interno, debidamente justifica-
dos y tramitados ante las autoridades 
competentes, tendrán derecho a postu-
larse por una segunda vez nuevamen-
te, para acceder al subsidio familiar de 
vivienda, de acuerdo con las condicio-
nes que para el efecto establezca el Go-
bierno nacional. 

PARÁGRAFO 2º. Los usuarios de los 
créditos de vivienda de interés social o 
interés prioritario, que sean cabeza de 
hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de 
una dación en pago o por efectos de un 
remate judicial, podrán postularse por 
una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de 
que trata el parágrafo anterior, previa 
acreditación de calamidad doméstica 
o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

PARÁGRAFO 3º. Quienes hayan ac-
cedido al subsidio familiar de vivienda 
contemplado en el parágrafo 1 del pre-
sente artículo, podrán postularse para 
acceder al otorgamiento de un subsidio 
adicional, con destino al mejoramiento 
de la vivienda urbana o rural, equiva-
lente al valor máximo establecido para 
cada modalidad, de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.

PARÁGRAFO 4º. Los hogares podrán 
acceder al subsidio familiar de vivien-
da de interés social otorgado por dis-
tintas entidades partícipes del Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social 
y aplicarlos concurrentemente para la 
obtención de una solución de vivienda 
de interés social cuando la naturaleza 
de los mismos así lo permita.

PARÁGRAFO 3º. Quienes hayan ac-
cedido al subsidio familiar de vivienda 
contemplado en el parágrafo 1 del pre-
sente artículo, podrán postularse para 
acceder al otorgamiento de un subsidio 
adicional, con destino al mejoramiento 
de la vivienda urbana o rural, equiva-
lente al valor máximo establecido para 
cada modalidad, de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.

PARÁGRAFO 4º. Los hogares podrán 
acceder al subsidio familiar de vivien-
da de interés social otorgado por dis-
tintas entidades partícipes del Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social 
y aplicarlos concurrentemente para la 
obtención de una solución de vivienda 
de interés social cuando la naturaleza 
de los mismos así lo permita.
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TEXTO APROBADO EN COMI-
SIÓN SÉPTIMA DE CÁMARA

TEXTO PROPUESTO PARA SE-
GUNDO DEBATE - CÁMARA JUSTIFICACIÓN

PARÁGRAFO 5º. Los beneficiarios 
del Subsidio Familiar de Vivienda en la 
modalidad de arrendamiento, tendrán 
derecho a postularse nuevamente para 
el acceso al Subsidio Familiar de Vi-
vienda, en las modalidades de adquisi-
ción, construcción o mejoramiento, de 
acuerdo con el reglamento que para el 
efecto establezca el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 6º. En los casos en los 
que se aplique el subsidio familiar de 
vivienda otorgado por el Gobierno na-
cional, las entidades territoriales y las 
Cajas de Compensación Familiar, en 
las modalidades de mejoramiento de 
vivienda, vivienda progresiva o cons-
trucción en sitio propio, el Gobierno 
nacional por iniciativa del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, es-
tablecerá las condiciones especiales 
para autorizar la ejecución de las in-
tervenciones y la verificación del cum-
plimiento de las normas técnicas de 
construcción que le apliquen a la inter-
vención que se desarrolle, sin que sea 
necesaria la expedición de la respectiva 
licencia de construcción o acto de reco-
nocimiento. Las autorizaciones deben 
estar conformes a lo previsto en el plan 
de ordenamiento territorial del munici-
pio correspondiente.

PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este 
artículo, se considerarán víctimas del 
conflicto armado las personas inscri-
tas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 
2011 y la Ley 2421 de 2024. El Gobier-
no nacional, en coordinación con en-
tidades competentes, reglamentará los 
criterios para acceder al subsidio por 
segunda vez, garantizando que la pérdi-
da de la vivienda haya sido por causas 
ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión 
y veeduría ciudadana para asegurar 
que el subsidio sea asignado a quienes 
realmente lo necesiten. La pérdida de 
la vivienda deberá acreditarse como 
total o que impida su habitabilidad por 
fuerza mayor, caso fortuito, violencia, 
conflicto armado interno o calamidad 
ambiental mediante los mecanismos 
administrativos o judiciales idóneos.

PARÁGRAFO 5º. Los beneficiarios 
del Subsidio Familiar de Vivienda en la 
modalidad de arrendamiento, tendrán 
derecho a postularse nuevamente para 
el acceso al Subsidio Familiar de Vi-
vienda, en las modalidades de adquisi-
ción, construcción o mejoramiento, de 
acuerdo con el reglamento que para el 
efecto establezca el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 6º. En los casos en los 
que se aplique el subsidio familiar de 
vivienda otorgado por el Gobierno na-
cional, las entidades territoriales y las 
Cajas de Compensación Familiar, en 
las modalidades de mejoramiento de 
vivienda, vivienda progresiva o cons-
trucción en sitio propio, el Gobierno 
nacional por iniciativa del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, es-
tablecerá las condiciones especiales 
para autorizar la ejecución de las in-
tervenciones y la verificación del cum-
plimiento de las normas técnicas de 
construcción que le apliquen a la inter-
vención que se desarrolle, sin que sea 
necesaria la expedición de la respectiva 
licencia de construcción o acto de reco-
nocimiento. Las autorizaciones deben 
estar conformes a lo previsto en el plan 
de ordenamiento territorial del munici-
pio correspondiente.

PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este 
artículo, se considerarán víctimas del 
conflicto armado las personas inscri-
tas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 
2011 y la Ley 2421 de 2024. El Gobier-
no nacional, en coordinación con en-
tidades competentes, reglamentará los 
criterios para acceder al subsidio por 
segunda vez, garantizando que la pérdi-
da de la vivienda haya sido por causas 
ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión 
y veeduría ciudadana para asegurar 
que el subsidio sea asignado a quienes 
realmente lo necesiten. La pérdida de 
la vivienda deberá acreditarse como 
total o que impida su habitabilidad por 
fuerza mayor, caso fortuito, violencia, 
conflicto armado interno o calamidad 
ambiental mediante los mecanismos 
administrativos o judiciales idóneos.

ARTÍCULO 3º. Vigencia y derogato-
rias. La presente Ley rige a partir de su 
sanción, promulgación y publicación 
en el Diario Oficial y deroga las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Sin modificaciones

VII.	PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones 

y argumentos, en el marco de la Constitución Política 
y la ley, proponemos a la Honorable Plenaria de la 
Cámara de Representantes dar Segundo Debate al 
Proyecto de Ley número 540 de 2025 Cámara - 63 
de 2024 Senado, por medio de la cual se modifica 
el artículo 6º de la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones, conforme al texto propuesto.

De los Honorables Representantes,



Gaceta del Congreso  954	 Jueves, 12 de junio de 2025	 Página 11

VIII. TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE EN CÁMARA DE 

REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 540 DE 2025 CÁMARA, 63 

DE 2024 SENADO

por medio de la cual se modifica el artículo 6º de la 
Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
Decreta:

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente Ley tiene 
por objeto modificar el artículo 6º de la Ley 3 de 
1991, con el fin de garantizar el acceso efectivo a 
una segunda postulación al Subsidio Familiar de 
Vivienda (SFV) a las víctimas del conflicto armado 
interno debidamente registradas en el Registro Único 
de Víctimas (RUV) y a las personas que pierdan su 
vivienda por razones completamente ajenas a su 
voluntad, como sujetos de la excepción de la regla 
general de única postulación al subsidio de vivienda 
familiar.

ARTÍCULO 2º. Modifíquese lo dispuesto en el 
artículo 6º de la Ley 3 de 1991, modificado por el 
artículo 1º de la Ley 1432 de 2011, el artículo 28 
de la Ley 1469 de 2011, y el artículo 301 de la Ley 
2294 de 2023, el cual quedará así:

ARTÍCULO 6º. Establézcase el Subsidio 
Familiar de Vivienda como un aporte estatal en 
dinero o en especie, que podrá aplicarse en lotes 
con servicios para programas de desarrollo de 
autoconstrucción, entre otros, otorgado por una 
sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar el 
acceso a una solución de vivienda de interés social 
o interés prioritario de las señaladas en el artículo 5º 
de la presente ley, sin cargo de restitución, siempre 
que el beneficiario cumpla con las condiciones que 
establece la ley.

La cuantía del subsidio será determinada 
por el Gobierno nacional de acuerdo con los 
recursos disponibles, el valor final de la solución 
de vivienda y las condiciones socioeconómicas 
de los beneficiarios, en cuya postulación se dará 
un tratamiento preferente a las mujeres cabeza de 
familia de los estratos más pobres de la población, 
a las trabajadoras de la economía informal, a las 
madres comunitarias y a las víctimas de municipios 
PDETs y ZOMAC. 

Una vez adjudicados los recursos del Subsidio 
Familiar de Vivienda (SFV), estos son custodiados 
y gestionados a través del mecanismo establecido 
por la entidad otorgante. El hogar beneficiario debe 
cumplir con las condiciones de legalización y cobro 
definidas previamente. Una vez cumplidos estos 
requisitos, los recursos del subsidio son transferidos 
a los terceros involucrados, como el constructor, el 
oferente o el vendedor, entre otros.

Los del mecanismo financiero de recepción, 
pertenecen a estos, y se sujetarán recursos de 
los subsidios familiares de vivienda, una vez 
adjudicados y transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, independientemente a 

las normas propias que regulan la actividad de los 
particulares.

PARÁGRAFO 1º. Los beneficiarios del 
subsidio familiar de vivienda en cualquiera de sus 
modalidades, cuyas viviendas hayan sido o fueren 
afectadas por desastres naturales o accidentales, 
por la declaratoria de calamidad pública o estado 
de emergencia, o por atentados terroristas; o hayan 
sido abandonadas por violencia generalizada 
como consecuencia del desplazamiento forzado o 
despojadas por cualquier otra razón completamente 
ajena a su voluntad en el marco del conflicto armado 
interno, debidamente justificados y tramitados 
ante las autoridades competentes, tendrán derecho 
a postularse por una segunda vez, para acceder 
al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo con 
las condiciones que para el efecto establezca el 
Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 2º. Los usuarios de los créditos 
de vivienda de interés social o interés prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de una dación en 
pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el 
parágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

PARÁGRAFO 3º. Quienes hayan accedido al 
subsidio familiar de vivienda contemplado en el 
parágrafo 1º del presente artículo, podrán postularse 
para acceder al otorgamiento de un subsidio 
adicional, con destino al mejoramiento de la 
vivienda urbana o rural, equivalente al valor máximo 
establecido para cada modalidad, de conformidad 
con la reglamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
promulgación de la presente ley.

PARÁGRAFO 4º. Los hogares podrán acceder 
al subsidio familiar de vivienda de interés social 
otorgado por distintas entidades partícipes del 
Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social y 
aplicarlos concurrentemente para la obtención de 
una solución de vivienda de interés social cuando la 
naturaleza de los mismos así lo permita.

PARÁGRAFO 5º. Los beneficiarios del 
Subsidio Familiar de Vivienda en la modalidad 
de arrendamiento, tendrán derecho a postularse 
nuevamente para el acceso al Subsidio Familiar 
de Vivienda, en las modalidades de adquisición, 
construcción o mejoramiento, de acuerdo con el 
reglamento que para el efecto establezca el Gobierno 
nacional.

PARÁGRAFO 6º. En los casos en los que 
se aplique el Subsidio Familiar de Vivienda 
otorgado por el Gobierno nacional, las entidades 
territoriales y las Cajas de Compensación Familiar, 
en las modalidades de mejoramiento de vivienda, 
vivienda progresiva o construcción en sitio propio, 
el Gobierno nacional por iniciativa del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, establecerá las 
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condiciones especiales para autorizar la ejecución de 
las intervenciones y la verificación del cumplimiento 
de las normas técnicas de construcción que le 
apliquen a la intervención que se desarrolle, sin que 
sea necesaria la expedición de la respectiva licencia 
de construcción o acto de reconocimiento. Las 
autorizaciones deben estar conformes a lo previsto 
en el plan de ordenamiento territorial del municipio 
correspondiente.

PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este artículo, 
se considerarán víctimas del conflicto armado las 
personas inscritas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 2011 y la Ley 
2421 de 2024. El Gobierno nacional, en coordinación 
con entidades competentes, reglamentará los 
criterios para acceder al subsidio por segunda vez, 
garantizando que la pérdida de la vivienda haya sido 
por causas ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión y veeduría 
ciudadana para asegurar que el subsidio sea asignado 
a quienes realmente lo necesiten. La pérdida de la 
vivienda deberá acreditarse como total o que impida 
su habitabilidad por fuerza mayor, caso fortuito, 
violencia, conflicto armado interno o calamidad 
ambiental mediante los mecanismos administrativos 
o judiciales idóneos.

ARTÍCULO 3º. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su sanción, promulgación 
y publicación en el Diario Oficial y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

De los Honorables Representantes,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 540 DE 2025 CÁMARA, 63 

DE 2024 SENADO 

por medio de la cual se modifica el artículo 6º de la 
Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.

(Aprobado en la sesión presencial del 27 de 
mayo de 2025, Comisión Séptima Constitucional 

Permanente de la Honorable Cámara de 
Representantes, Acta número 33)

El Congreso de Colombia
DECRETA:

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente Ley tiene 
por objeto modificar el artículo 6º de la Ley 3a de 
1991, con el fin de incluir y proteger a las víctimas 
del conflicto armado y personas que pierdan su 
vivienda por razones ajenas a su voluntad, como 

sujetos de la excepción de la regla general de única 
postulación al subsidio de vivienda familiar.

ARTÍCULO 2º. Modifíquese lo dispuesto en el 
artículo 6º de la Ley 3ª de 1991, modificado por el 
artículo 1º de la Ley 1432 de 2011, el artículo 28 
de la Ley 1469 de 2011, y el artículo 301 de la Ley 
2294 de 2023, el cual quedará así:

ARTÍCULO 6º. Establézcase el Subsidio 
Familiar de Vivienda como un aporte estatal en 
dinero o en especie, que podrá aplicarse en lotes 
con servicios para programas de desarrollo de 
autoconstrucción, entre otros, otorgado por una 
sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar el 
acceso a una solución de vivienda de interés social 
o interés prioritario de las señaladas en el artículo 5º 
de la presente ley, sin cargo de restitución, siempre 
que el beneficiario cumpla con las condiciones que 
establece la ley.

La cuantía del subsidio será determinada 
por el Gobierno nacional de acuerdo con los 
recursos disponibles, el valor final de la solución 
de vivienda y las condiciones socioeconómicas 
de los beneficiarios, en cuya postulación se dará 
un tratamiento preferente a las mujeres cabeza de 
familia de los estratos más pobres de la población, 
a las trabajadoras de la economía informal, a las 
madres comunitarias y a las víctimas de municipios 
PDETs y ZOMAC. 

Los del mecanismo financiero de recepción, 
pertenecen a estos, y se sujetarán recursos de 
los subsidios familiares de vivienda, una vez 
adjudicados y transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, independientemente a 
las normas propias que regulan la actividad de los 
particulares.

PARÁGRAFO 1º. Los beneficiarios del 
subsidio familiar de vivienda en cualquiera de sus 
modalidades, cuyas viviendas hayan sido o fueren 
afectadas por desastres naturales o accidentales, 
por la declaratoria de calamidad pública o estado 
de emergencia, o por atentados terroristas; o hayan 
sido abandonadas por violencia generalizada 
como consecuencia del desplazamiento forzado o 
despojadas por cualquier otra razón completamente 
ajena a su voluntad en el marco del conflicto armado 
interno, debidamente justificados y tramitados 
ante las autoridades competentes, tendrán derecho 
a postularse nuevamente, para acceder al subsidio 
familiar de vivienda, de acuerdo con las condiciones 
que para el efecto establezca el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 2º. Los usuarios de los créditos 
de vivienda de interés social o interés prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de una dación en 
pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el 
parágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.
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PARÁGRAFO 3º. Quienes hayan accedido al 
subsidio familiar de vivienda contemplado en el 
parágrafo 1º del presente artículo, podrán postularse 
para acceder al otorgamiento de un subsidio 
adicional, con destino al mejoramiento de la 
vivienda urbana o rural, equivalente al valor máximo 
establecido para cada modalidad, de conformidad 
con la reglamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
promulgación de la presente ley.

PARÁGRAFO 4º. Los hogares podrán acceder 
al subsidio familiar de vivienda de interés social 
otorgado por distintas entidades partícipes del 
Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social y 
aplicarlos concurrentemente para la obtención de 
una solución de vivienda de interés social cuando la 
naturaleza de los mismos así lo permita.

PARÁGRAFO 5º. Los beneficiarios del 
Subsidio Familiar de Vivienda en la modalidad 
de arrendamiento, tendrán derecho a postularse 
nuevamente para el acceso al Subsidio Familiar 
de Vivienda, en las modalidades de adquisición, 
construcción o mejoramiento, de acuerdo con el 
reglamento que para el efecto establezca el Gobierno 
nacional.

PARÁGRAFO 6º. En los casos en los que se 
aplique el subsidio familiar de vivienda otorgado por 
el Gobierno nacional, las entidades territoriales y las 
Cajas de Compensación Familiar, en las modalidades 
de mejoramiento de vivienda, vivienda progresiva o 
construcción en sitio propio, el Gobierno nacional 
por iniciativa del Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, establecerá las condiciones especiales 
para autorizar la ejecución de las intervenciones y la 
verificación del cumplimiento de las normas técnicas 

de construcción que le apliquen a la intervención 
que se desarrolle, sin que sea necesaria la expedición 
de la respectiva licencia de construcción o acto de 
reconocimiento. Las autorizaciones deben estar 
conformes a lo previsto en el plan de ordenamiento 
territorial del municipio correspondiente.

PARÁGRAFO 7º. Para efectos de este artículo, 
se considerarán víctimas del conflicto armado las 
personas inscritas en el Registro Único de Víctimas 
(RUV), conforme a la Ley 1448 de 2011 y la Ley 
2421 de 2024. El Gobierno nacional, en coordinación 
con entidades competentes, reglamentará los 
criterios para acceder al subsidio por segunda vez, 
garantizando que la pérdida de la vivienda haya sido 
por causas ajenas a la voluntad del hogar. Además, 
establecerá mecanismos de supervisión y veeduría 
ciudadana para asegurar que el subsidio sea asignado 
a quienes realmente lo necesiten. La pérdida de la 
vivienda deberá acreditarse como total o que impida 
su habitabilidad por fuerza mayor, caso fortuito, 
violencia, conflicto armado interno o calamidad 
ambiental mediante los mecanismos administrativos 
o judiciales idóneos.

ARTÍCULO 3º. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su sanción, promulgación 
y publicación en el Diario Oficial y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

* * *

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 307 DE 2024 CÁMARA, 227 DE 
2024 SENADO

por medio de la cual se establece el día nacional 
en conmemoración de las víctimas del genocidio 

contra la unión patriótica y se dictan otras 
disposiciones.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto designar oficialmente el Día Nacional 
por la Dignidad de las Víctimas del Genocidio 
contra la Unión Patriótica, establecer las pautas 
para su conmemoración anual y las actividades de 
difusión, y disponer otras medidas relacionadas 
que contribuyan a la reparación simbólica de las 
víctimas y familiares.

ARTÍCULO 2º. Alcance. Las medidas previstas 
en la presente ley buscan la dignificación y el 
reconocimiento de las víctimas y familiares del 
genocidio contra la Unión Patriótica, para contribuir 
a su reparación integral. Así mismo, buscan la 
difusión de la memoria histórica y la verdad sobre los 
hechos victimizantes, para aportar a la satisfacción 
del derecho a saber de la sociedad colombiana en su 
conjunto y la no repetición.

Parágrafo. La interpretación y aplicación de la 
presente ley deberá observar la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos emitida 
el 27 de julio de 2022, mediante la cual declaró 
la responsabilidad internacional del Estado de 
Colombia por las violaciones de derechos humanos 
cometidas en perjuicio de más de seis mil víctimas 
integrantes y militantes del partido político Unión 
Patriótica.

ARTÍCULO 3º. Día Nacional. Declárese el 11 
de octubre de cada año como el “Día Nacional por 
la Dignidad de las Víctimas del Genocidio contra 
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la Unión Patriótica”, por rememorarse en esa fecha 
el aniversario del asesinato de Jaime Pardo Leal, 
primer candidato a la Presidencia de la República 
por el movimiento político Unión Patriótica. Con 
ocasión de esta fecha, se autoriza la realización 
de las actividades conmemorativas y de difusión 
en todo el territorio nacional, como lo dispone la 
presente ley.

ARTÍCULO 4º. Finalidad de la 
Conmemoración. Autorícese al Gobierno 
nacional y las demás autoridades, entidades e 
instituciones con atribuciones en la ejecución 
de la presente ley, para desarrollar actividades 
conmemorativas y de difusión del Día Nacional 
por la Dignidad de las Víctimas del Genocidio 
contra la Unión Patriótica las cuales podrán estar 
orientadas a:

1)	 Dignificar a las víctimas y familiares, y 
contribuir a su desestigmatización.

2)	 Recuperar y difundir la memoria histórica 
del genocidio contra la Unión Patriótica.

3)	 Reflexionar sobre el impacto de lo 
acontecido en la democracia colombiana, 
y las garantías necesarias para que no se 
repita.

4)	 Rendir culto social a la pluralidad del 
pensamiento político.

ARTÍCULO 5º. Participación de las 
víctimas. Autorícese al Gobierno nacional, y 
demás autoridades, entidades e instituciones con 
atribuciones en la ejecución de la presente ley, a 
promover y garantizar la participación efectiva de 
las víctimas y familiares en el diseño y ejecución 
de las actividades conmemorativas y de difusión, 
tomando en cuenta su opinión.

ARTÍCULO 6º. Actividades conmemorativas 
en instituciones educativas. Las instituciones 
públicas de educación básica y media incluirán en 
los respectivos calendarios escolares, alrededor 
del 11 de octubre de cada año, jornadas tendientes 
a conmemorar el Día Nacional de las Víctimas 
del Genocidio contra la Unión Patriótica, según 
los lineamientos impartidos por el Ministerio de 
Educación.

Parágrafo. En el marco de su autonomía, 
las escuelas y colegios privados, así como las 
instituciones universitarias públicas y privadas, 
podrán vincularse a esta conmemoración 
llevando a cabo actividades que difundan la 
verdad histórica del genocidio contra la Unión 
Patriótica y propicien la reflexión pedagógica 
sobre su impacto en la democracia colombiana.

ARTÍCULO 7º. Difusión en medios públicos. 
Autorícese a los canales de televisión, emisoras 
radiales y plataformas digitales del Sistema de 
Medios Públicos (RTVC), para que se vinculen a la 
conmemoración transmitiendo el 11 de octubre de 

cada año en horarios de alta audiencia, programas 
o contenidos orientados a dignificar a las víctimas 
del genocidio contra la Unión Patriótica y a 
sensibilizar a la sociedad colombiana respecto 
a la violencia, persecución y estigmatización 
a la que fueron sometidas. Podrán incluir en su 
parrilla material preexistente, diseñar y producir 
nuevo contenido, como reportajes, entrevistas, 
cápsulas de la memoria u otros similares, que 
representen el sentir de las víctimas, recojan la 
verdad histórica de los hechos y contribuyan a la 
no repetición.

Parágrafo. Autorícese al Congreso de la 
República a difundir programas o contenidos 
conforme a lo establecido en este artículo, en 
el espacio semanal regulado en el artículo 88 
de la Ley 5ª de 1992, con el fin de garantizar 
su transmisión en canales comerciales mixtos y 
privados de cobertura nacional, regional y local.

ARTÍCULO 8º. Cátedra para la Democracia. 
El Congreso de la República se vinculará a la 
conmemoración, realizando una cátedra o un 
evento académico, que fomente la reflexión acerca 
de lo ocurrido a las víctimas del movimiento 
político Unión Patriótica y su impacto en la 
democracia, la cual deberá llevarse a cabo durante 
el mes de octubre de cada año.

Parágrafo. El Centro de Investigaciones y 
Altos Estudios Legislativos - CAEL, tendrá a 
cargo el diseño y desarrollo de la Cátedra.

ARTÍCULO 9º. Inventario y conservación. 
Autorícese a la Defensoría del Pueblo, al Museo 
Nacional de la Memoria de Colombia, a la Unidad 
Administrativa Especial de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas, en coordinación con las 
Personerías Municipales y con la participación de 
las víctimas y familiares, a realizar un inventario 
nacional que recoja:

1)	 La iconografía del país que destaca la 
memoria de las víctimas del genocidio 
contra la Unión Patriótica, a fin de que 
sea conservada, y restaurada o recuperada 
cuando sea necesario.

2)	 Los lugares que evocan la memoria de las 
víctimas del genocidio contra la Unión 
Patriótica, como calles, plazas públicas, 
establecimientos educativos, recintos 
públicos y otras edificaciones, a fin de 
promover, la recuperación de los nombres 
que evoquen la memoria de las víctimas y 
la pluralidad del pensamiento político.

Parágrafo 1º. Los bienes muebles o inmuebles 
inventariados en virtud del presente artículo 
podrán ser incluidos en la Lista indicativa de 
candidatos como bien de interés cultural del 
ámbito nacional o territorial (LICBIC), a efectos 
de que surtan el procedimiento para ser declarados 
Bienes de Interés Cultural, de conformidad con el 
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artículo 8º de la Ley 397 de 1997, modificado por 
el artículo 5º de la Ley 1185 de 2008. El Ministerio 
de Cultura reglamentará lo que corresponda.

Parágrafo 2º. Los bienes muebles o 
inmuebles inventariados serán denominados 
con los nombres de las víctimas o los hechos 
victimizantes mediante la colocación de placas 
conmemorativas. En torno a estos lugares también 
se fomentará el encuentro de la sociedad y la 
atracción de visitantes para fomentar el diálogo y 
la realización de actividades culturales.

ARTÍCULO 10. Autorización. El Gobierno 
nacional queda autorizado para gestionar, 
adelantar y desarrollar todas las medidas 
necesarias para el cumplimiento de la presente 
ley, incluyendo la apropiación de las partidas 
presupuestales y los traslados a que hubiere lugar, 
en conformidad con el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo.

ARTÍCULO 11. Difusión en redes sociales 
estatales. La Presidencia de la República de 
Colombia, el Ministerio de Defensa Nacional, 
la Fiscalía General de la Nación, la Defensoría 
del Pueblo y los entes territoriales publicaran 
en todas sus cuentas de redes sociales el 11 de 
octubre de cada año, un mensaje que indique que 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha declarado la responsabilidad del Estado por el 
genocidio contra la Unión Patriótica y mencionar 
el link en el cual se puede acceder al texto de 
la sentencia. En dicho mensaje se deberá hacer 
referencia breve a las violaciones de derechos 
humanos declaradas en esta Sentencia. En el 
mensaje se etiquetarán las cuentas de redes 
sociales del Partido Unión Patriótica y se permitirá 
que la publicación pueda ser compartida. Esta 
publicación deberá realizarse en un horario hábil 
y deberá permanecer publicada en los perfiles de 
las redes sociales.

ARTÍCULO 12. Acto de Desagravio. Copia 
de la presente ley será entregada en letra de estilo, 
en acto especial y protocolario, a las víctimas y 
familiares del genocidio contra el movimiento 
político Unión Patriótica, en la fecha, lugar y 
hora que programen las Mesas Directivas del 
Congreso de la República.

ARTÍCULO 13. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de la fecha de su publicación.

Bogotá, D. C., mayo 29 de 2025

En Sesión Plenaria Ordinaria del 27 de mayo 
de 2025, fue aprobado en Segundo Debate, sin 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de Ley número 307 de 2024 Cámara – 227 de 
2024 Senado, por medio de la cual se establece 
el día nacional en conmemoración de las 
víctimas del genocidio contra la unión patriótica 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin, 
que el citado proyecto siga su curso legal y 
reglamentario, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 183 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 245 de mayo 27 
de 2026, previo su anuncio en Sesión Plenaria 
Ordinaria del 26 de mayo de 2025, correspondiente 
al Acta número 244.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 310 DE 2024 CÁMARA, 56 DE 
2023 SENADO

por medio de la cual se promueve la 
conservación de humedales en el territorio 
nacional y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente 
ley tiene por objeto promover la protección, 
conservación y restauración de humedales en 
el territorio nacional, estableciendo medidas 
específicas para su protección y fomentando la 
participación comunitaria.

ARTÍCULO 2º. ÁMBITO DE APLICACIÓN. 
La presente ley tiene aplicación en todo el 
territorio nacional, y está dirigida a las entidades 
del Sistema Nacional Ambiental con competencias 
en la gestión de los humedales

ARTÍCULO 3º. CLASIFICACIÓN DE LOS 
HUMEDALES. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, con los insumos existentes 
y adicionales aportados por los institutos de 
investigación y las autoridades ambientales 
incluidas las relacionadas en el artículo 66 de la 
Ley 99 de 1993 definirá una clasificación para la 
protección, conservación y restauración ecológica 
de los humedales existentes en el territorio 
nacional, teniendo en cuenta características 
ecológicas, hidrológicas, geomorfológicas, 
edafológicas y de diversidad biológica (terrestre 
e hidrobiológica) de ordenamiento territorial y de 
contexto social, dada su importancia estratégica 
en el equilibrio ambiental, la conectividad con 
otros ecosistemas hídricos y la preservación de 
servicios ecosistémicos, así como lo establecido 
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en la convención sobre los humedales Ramsar, 
y según la adopción y adaptación de estándares 
nacionales e internacionales de clasificación y 
tipificación de los ecosistemas. Lo anterior, con 
el fin de establecer elementos esenciales para la 
gestión adecuada de los humedales basándose 
en criterios para su protección, conservación y 
restauración ecológica.

Parágrafo. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, con participación de 
las entidades que integran el Sistema Nacional 
Ambiental – SINA, realizará la actualización 
de la Política Nacional de Humedales. Posterior 
a esta actualización, esta deberá ser revisada y 
actualizada cada diez (10) años.

ARTÍCULO 4º. INVENTARIO NACIONAL 
DE HUMEDALES. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y las autoridades ambientales 
incluidas las relacionadas en el artículo 66 de la 
Ley 99 de 1993 competentes con insumos de los 
institutos de investigación del Sistema Nacional 
Ambiental existentes y adicionales, levantarán 
dentro de los dos años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, el inventario nacional 
de humedales y se podrá actualizar bienalmente, 
teniendo en cuenta la temporalidad establecida en 
la Política Nacional de Humedales.

Esta información será de acceso y uso público, 
para lo cual el Gobierno nacional deberá crear una 
plataforma gratuita que será interoperable con el 
SIAC, en la que se pueda observar como mínimo, 
la siguiente información:

a)	 Clasificación de humedales en Colombia.
b)	 Tipo y número de humedales de acuerdo 

con la clasificación.
c)	 Identificación individual de los 

humedales (ubicación, área, delimitación, 
características principales, estado actual 
de conservación, degradación o afectación 
de los servicios ecosistémicos asociados al 
humedal).

d)	 Estado de adopción e implementación 
del plan de manejo ambiental por cada 
humedal identificado y caracterizado.

e)	 Inventario de especies de las comunidades 
terrestres e hidrobiológicas.

ARTÍCULO 5º. PROGRAMA NACIONAL DE 
MONITOREO DE HUMEDALES. El Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y en coordinación con las 
demás autoridades ambientales del orden nacional 
y territorial incluidas las relacionadas en el artículo 
66 de la Ley 9 de 1993, diseñará el programa 
nacional de monitoreo de humedales que incorpore 
indicadores hidrológicos, geomorfológicos y 
edafológicos, ecológicos fisicoquímicos del agua, 
suelo y sedimentos, así como de biología terrestre 
e hidrobiológica e indicadores socioeconómicos 
y los asociados con contaminantes con el fin 
de monitorear las condiciones de conservación, 

degradación o afectación de los humedales en el 
territorio colombiano. Estos indicadores, además 
deberán estar articulados y formulados con 
fundamento en la política nacional de humedales.

Parágrafo primero. El programa al que se 
refiere el presente artículo deberá ser elaborado por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
con la participación activa de los institutos de 
investigación, entidades que son parte del Sistema 
Nacional Ambiental – SINA y de la academia 
dentro del primer año siguiente a la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Parágrafo segundo. La implementación 
de las acciones establecidas en este programa 
de monitoreo estará a cargo de las autoridades 
ambientales incluidas las relacionadas en el artículo 
66 de la Ley 99 de 1993 así como las entidades 
territoriales.

Parágrafo tercero. El programa de monitoreo 
al que se refiere el presente artículo deberá contener 
disposiciones metodológicas para el seguimiento 
del pulso hidrológico, así como el reporte de 
los escenarios de transformación acorde con los 
compromisos del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica (CBD).

ARTÍCULO 6º. REPORTE DE 
CUMPLIMIENTO. En el marco de lo dispuesto 
en los artículos 30 y 31 de la Ley 99 de 1993, las 
autoridades ambientales reportarán al Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el resultado 
de la medición que trata el artículo 5º de la presente 
ley, como parte de la implementación del Programa 
Nacional de Monitoreo de Humedales, el diseño de 
políticas públicas e instrumentos Normativos por 
parte de los entes territoriales y de los planes de 
manejo y conservación ambiental respectivos.

ARTÍCULO 7º. ESTUDIOS DE CAPACIDAD 
DE CARGA. Las autoridades ambientales 
competentes incluidas las relacionadas en el 
artículo 66 de la Ley 99 de 1993 deberán formular 
estudios de capacidad de carga, para cada una de las 
actividades permitidas en los principales complejos 
de humedales identificados, de conformidad con 
los objetivos establecidos en su plan de manejo. Si 
no cuentan con este, deberán realizar estudios que 
permitan garantizar la funcionalidad y/o prestación 
de servicios ecosistémicos de los humedales.

Parágrafo primero. No obstante, también 
podrán realizarse otros estudios para la gestión y 
manejo de los humedales, tales como: valoración 
económica – ambiental, captura de gases efecto 
invernadero, uso de especies nativas y manejo 
de especies invasoras, entre otros, que aporten 
elementos relevantes para la conservación de 
humedales en el país. Dichos estudios, deberán 
ser socializados a las entidades territoriales 
correspondientes dentro de los seis (6) meses 
posteriores a su expedición.

Parágrafo segundo. Los resultados de los 
estudios deberán ser tenidos en cuenta en la 
formulación de los planes de manejo y conservación 
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ambiental de los humedales y deberá hacerse 
seguimiento a sus disposiciones por parte de las 
autoridades ambientales incluidas las relacionadas 
en el artículo 66 de la Ley 99 de 1993. Igualmente 
serán insumo prioritario para la generación de alertas 
tempranas, y podrán usarse para la delimitación y/o 
reconversión de actividades productivas, con el 
fin de garantizar la conservación del ecosistema. 
Dichos estudios serán de obligatoria consulta para 
la toma de decisiones de autoridades ambientales 
incluidas las relacionadas en el artículo 66 de la Ley 
99 de 1993 que otorgan permisos para vertimientos, 
concesiones de aguas, ocupación de causes y 
aprovechamientos forestales que puedan impactar el 
humedal en cuestión o en los ecosistemas hídricos 
relacionados, entre otros. Las decisiones no podrán 
estar en contravía de los resultados del estudio.

Parágrafo tercero. Las actividades permitidas 
llevadas a cabo en estas áreas deberán realizarse de 
tal forma que eviten el deterioro de la biodiversidad, 
promoviéndose actividades de producción 
alternativas y ambientalmente sostenibles que estén 
en armonía con los objetivos de la presente ley. 
Lo anterior, sin perjuicio de los principios de rigor 
subsidiario, prevención y precaución.

ARTÍCULO 8º. PLAN DE ACCIÓN DE 
HUMEDALES DE IMPORTANCIA NACIONAL. 
El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, generará un plan 
de acción para apoyar a las autoridades ambientales 
incluidas las relacionadas en el artículo 66 de la 
Ley 99 de 1993 en la formulación de los planes de 
manejo orientados a la preservación, restauración, 
uso sostenible y generación de aquellos humedales 
que, producto del inventario realizado de acuerdo 
con lo establecido en esta ley, sean identificados 
como de importancia estratégica para la nación.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible podrá destinar recursos de 
Asignación ambiental del Sistema General de 
Regalías del Fondo para la Vida y la Biodiversidad, 
y otras fuentes, para apoyar a las autoridades 
ambientales incluidas las relacionadas en el artículo 
66 de la Ley 99 de 1993 en la formulación y/o 
implementación de los planes de manejo ambiental 
de los humedales de importancia estratégica para la 
nación.

Parágrafo 2º. En el término de un año contado 
a partir de la expedición de la presente ley, el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
actualizará los lineamientos para la elaboración 
de los planes de manejo sin perjuicio del principio 
de rigor subsidiario, incorporando como mínimo, 
estrategias de restauración ecológica, manejo de 
especies invasoras e indicadores periódicos de 
monitoreo que permitan establecer el estado de 
conservación de dichas unidades ecosistémicas.

Parágrafo 3º. De acuerdo, a los lineamientos 
establecidos por el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Agricultura 
y desarrollo Rural en el marco de sus competencias, 

las autoridades ambientales correspondientes, 
incluidas las relacionadas en el artículo 66 de la 
Ley 99 de 1993, diseñarán de manera participativa 
y concertada con las comunidades los programas, 
planes y proyectos de uso sostenible, reconversión 
y sustitución de las actividades prohibidas que estén 
presentes en su interior. La formulación de los planes 
de manejo deberá realizarse de manera participativa 
en cumplimiento del artículo 79 de la Constitución 
Política.

Parágrafo 4º. Los planes de manejo ambiental 
de humedales según lo dispuesto en el parágrafo 
2º del presente artículo incluirán un sistema de 
seguimiento para evaluar, supervisar, monitorear el 
estado y tendencias de las zonas de humedales y las 
correspondientes actividades de manejo, los cuales 
deberán ser desarrollados con acompañamiento de 
institutos de investigación, la academia y la sociedad 
civil.

Parágrafo 5º. Las actividades de reconversión 
productiva que impliquen restricciones a uso del suelo 
deberán ser previamente concertadas con los titulares 
de posesión, tenencia de predios afectados y deberán 
incluir instrumentos de compensación económica, 
asistencia técnica y acceso preferente a líneas de 
crédito o subsidios para proyectos sostenibles.

ARTÍCULO 9º. REVISIÓN Y ADAPTACIÓN 
DE ESTRATEGIAS DE CONSERVACIÓN. 
El Gobierno nacional a través del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y en coordinación 
con las demás autoridades ambientales del orden 
nacional y territorial, implementará un mecanismo de 
revisión periódica, cada cinco años, de las estrategias 
de conservación y manejo de humedales previstas en 
esta ley.

Este proceso de revisión deberá considerar los 
resultados obtenidos a través del monitoreo continuo, 
los estudios de capacidad de carga, procesos de 
transformación y los cambios en las condiciones 
ecológicas o socioeconómicas que puedan afectar a 
los humedales.

Con base en dicha revisión, se adoptarán las 
modificaciones necesarias para asegurar la eficacia 
y pertinencia de las medidas de conservación. Las 
adaptaciones que se realicen serán igualmente 
publicadas y comunicadas a las entidades encargadas 
de la implementación de la ley.

ARTÍCULO 10. PROGRAMAS DE 
EDUCACIÓN. De conformidad con lo previsto en el 
artículo siete (7º) de la Ley 1549 de 2012, el Gobierno 
nacional, en cabeza del Ministerio de Educación 
Nacional, con la coordinación del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, promoverá en las 
instituciones educativas de acuerdo con su contexto, 
la educación ambiental a través de los Proyectos 
Ambientales Escolares – PRAE, los Proyectos 
Comunitarios y Ciudadanos de Educación Ambiental 
– Proceda y los Comités Técnicos Interinstitucionales 
de Educación Ambiental – Cidea, en donde se podrá 
desarrollar contenidos que permitan concientizar 
y crear una cultura sobre la importancia de la 
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identificación, preservación, restauración y uso 
sostenible de los humedales, como ecosistemas de 
gran riqueza en materia de biodiversidad y especial 
importancia en la mitigación de las inundaciones 
causadas por fenómenos naturales asociados a la 
variabilidad climática.

ARTÍCULO 11. NEGADO.
ARTÍCULO NUEVO. FORMULACIÓN 

DE PLANES DE MANEJO AMBIENTAL DE 
HUMEDALES. Las autoridades ambientales 
deberán formular Planes de Manejo Ambiental 
para todos los humedales bajo su jurisdicción, 
independientemente de su clasificación o de si se 
encuentran inscritos en la Lista de Humedales de 
Importancia Internacional de la Convención Ramsar. 
Estos planes deberán estar orientados a garantizar la 
conservación, restauración ecológica, y uso racional 
de los humedales.

Los Planes de Manejo Ambiental de Humedales 
serán el principal instrumento de planificación 
para su gestión integral, y tendrán una vigencia de 
diez (10) años, contados a partir de su adopción 
mediante acto administrativo. Estos deberán 
formularse dentro de los dos (2) años siguientes 
a la identificación y delimitación oficial de los 
humedales, de conformidad con el inventario 
nacional de humedales.

Parágrafo 1º. De manera excepcional, podrá 
autorizarse la formulación de un solo plan de manejo 
ambiental para dos o más humedales, siempre 
que estos se encuentren física y ecológicamente 
interconectados, pertenezcan a una misma 
microcuenca o sistema hídrico local, y compartan 
de forma comprobada regímenes hidrológicos, 
coberturas vegetales, presiones ambientales y 
objetivos de conservación compatibles. Esta 
decisión deberá estar sustentada en estudios 
técnicos, ecológicos y cartográficos que justifiquen 
su conveniencia desde el enfoque de manejo eco 
sistémico, y se adoptará mediante acto administrativo 
motivado por la autoridad ambiental competente.

Parágrafo 2º. La actualización de los Planes 
de Manejo y Conservación de Humedales que se 
encuentran vigentes a la expedición de esta ley 
deberá responder a (i) cambios sustanciales en 
las características ecológicas del humedal, (ii) 
amenazas y presiones a su integridad ecológica (iii) 
nuevas declaratorias de protección, (iv) expedición 
de nuevos lineamientos técnicos o normativos por 
parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, o (v) ajustes en los objetivos de manejo 
previamente definidos.

Parágrafo 3º. Los planes de manejo ambiental 
y conservación de humedales que, a la fecha de 
expedición de la presente ley, se encuentren en 
proceso de formulación por parte de las autoridades 
ambientales competentes, continuarán su trámite 
conforme al marco normativo vigente al momento 
de su iniciación, sin perjuicio de lo establecido en 
esta ley. Una vez sean expedidos los lineamientos 
técnicos metodológicos por parte del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible en cumplimiento 

de esta norma, las autoridades ambientales podrán 
incorporar dichos lineamientos mediante un anexo 
modificatorio al respectivo plan, con el fin de 
garantizar su articulación y actualización conforme 
al nuevo marco regulatorio.

Parágrafo 4º. Con base en la identificación 
y clasificación de los humedales, las autoridades 
ambientales competentes evaluarán la necesidad 
de adelantar procesos de delimitación a una escala 
más detallada, particularmente en contextos urbanos 
o en zonas que presenten presiones o amenazas 
significativas sobre la integridad ecológica del 
ecosistema. Dicha delimitación deberá responder 
a criterios ecológicos, sociales y económicos, 
y considerar en todo caso los escenarios de 
transformación del territorio, la viabilidad de la 
restauración ecológica y la garantía de los derechos 
adquiridos y las situaciones jurídicas previamente 
consolidadas, siempre que estos no impliquen 
deterioro o pérdida de funciones ecosistémicas 
esenciales.

Esta delimitación detallada deberá ser considerada 
como insumo técnico obligatorio en la formulación 
y actualización de los planes de manejo ambiental 
de los humedales.

Parágrafo 5º. En el caso de proyectos, 
obras o actividades sujetos al procedimiento de 
licenciamiento ambiental, no será exigible el 
estudio de que trata el artículo 7º de la presente ley, 
en atención a que los mismos deben presentar el 
estudio de impacto ambiental y el plan de manejo 
respectivo, donde se plantean las medidas la 
prevención, mitigación, corrección o compensación 
de los impactos ambientales que se puedan producir.

ARTÍCULO NUEVO. En el marco de los planes 
de acción de humedales, el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi (IGAC), la Agencia Nacional 
de Tierras (ANT), La Superintendencia de 
Notariado y Registro, las entidades territoriales, 
y demás entidades encargadas, establecerán 
una metodología de actualización catastral 
más expedita y de valoración ambiental que 
determine incentivos en el pago de impuesto 
predial que conlleven a la protección, el cuidado 
y la conservación de los humedales.

ARTÍCULO NUEVO. FINANCIACIÓN. 
Autorícese al Gobierno nacional, las autoridades 
ambientales, incluidas las previstas en el artículo 
63 de la Ley 99 de 1993 y las entidades territoriales 
para incorporar dentro de su Presupuesto, 
las asignaciones presupuestales a que haya 
lugar, con la finalidad de dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la presente ley, acorde con la 
disponibilidad de recursos y la programación 
del gasto establecida en las leyes orgánicas del 
presupuesto, en consonancia con las previsiones 
respectivas en el Plan Nacional de Desarrollo, 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo y Marco de 
Gasto de los respectivos sectores.

Adicionalmente, del fondo para la vida y la 
biodiversidad del que habla el artículo 196 de la 
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Ley 2294 de 2023, el gobierno nacional priorizará 
las inversiones destinadas a la implementación 
de la presente ley, así como demás acciones 
necesarias para la conservación de los humedales 
en el territorio nacional.

ARTÍCULO NUEVO. El Gobierno nacional 
a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en coordinación con los entes 
territoriales, destinará las recursos e instrumentos 
financieros para la preservación, restauración 
y manejo de los humedales, propendiendo el 
fortalecimiento de dicho proceso, sin trastocar el 
régimen de autonomía administrativa, funcional, 
financiera y patrimonial de los entes territoriales 
y de las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, respetando el marco 
fiscal de mediano plazo.

Parágrafo 1º. En todo caso, las autoridades 
ambientales competentes podrán priorizar los 
humedales y las medidas de manejo de que trata 
la presente ley, atendiendo a consideraciones 
ecológicas, sociales y económicas que hagan 
parte del contexto territorial del ecosistema.

Parágrafo 2º. Los lineamientos y orientaciones 
generales que en virtud de esta ley el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible debe 
definir, no podrán vaciar de competencias a 
las autoridades ambientales respectivas o a los 
municipios y distritos.

ARTÍCULO NUEVO. FINANCIACIÓN. 
Modifíquese el artículo 223 de la Ley 1819 de 
2016, el cual quedará así:

ARTÍCULO 223. DESTINACIÓN 
ESPECÍFICA DEL IMPUESTO NACIONAL 
AL CARBONO. El Gobierno nacional, a 
través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, a partir del primero (1) de enero de 
2023, destinará el ochenta por ciento (80%) del 
recaudo del Impuesto Nacional al Carbono al 
manejo de la erosión costera; la reducción de la 
deforestación y su monitoreo; la conservación 
de fuentes hídricas y humedales; la protección, 
preservación, restauración y uso sostenible 
de áreas y ecosistemas estratégicos a través 
de programas de reforestación, restauración, 
esquemas de Pago por Servicios Ambientales 
(PSA), priorizando los municipios PDET donde 
haya presencia de economías ilícitas, incentivos 
a la conservación, entre otros instrumentos; la 
promoción y fomento de la conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad; el financiamiento 
de las metas y medidas en materia de acción 
climática establecidas en la Ley 2169 de 2021, 
así como las previstas en la Contribución 
Determinada a Nivel Nacional de Colombia 
(NDC) sometida ante la Convención Marco de 
las Naciones Unidas para el Cambio Climático, 
o cualquiera que la actualice o sustituya, de 
conformidad con los lineamientos que establezca 

el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. Estos recursos serán administrados 
a través del Fondo para la Sustentabilidad y la 
Resiliencia Climática de que trata el parágrafo 1 
del presente artículo.

El veinte por ciento (20%) restante se 
destinará para la financiación del Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 
Uso Ilícito (PNIS). Para tal efecto, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público transferirá dichos 
recursos al Fondo Colombia en Paz (FCP) de que 
trata el artículo 1º del Decreto Ley 691 de 2017. 
Se priorizarán los proyectos que se pretendan 
implementar en los Municipios de Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

PARÁGRAFO 1º. Créase el Fondo para 
la Sustentabilidad y la Resiliencia Climática 
(Fonsurec) como un Patrimonio Autónomo, 
adscrito al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y sus recursos serán administrados 
por la sociedad fiduciaria que el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible determine. 
La selección de la sociedad fiduciaria, su 
contratación, así como los actos y contratos 
requeridos para la administración, distribución 
y ejecución de los recursos se regirá por las 
normas del derecho privado, observando en 
todo caso los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad. El Fonsurec tendrá como mínimo 
un consejo directivo. y un director ejecutivo. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
reglamentará la administración y funcionamiento 
del Fonsurec.

PARÁGRAFO 2º. El Fonsurec, además de los 
recursos del Impuesto Nacional al Carbono, podrá 
recibir recursos de otras fuentes del Presupuesto 
General de la Nación que la ley determine, 
cooperación nacional, cooperación internacional, 
donaciones, aportes a cualquier título de las 
entidades públicas y privadas y los demás 
recursos que obtenga o se le asignen a cualquier 
título. Los rendimientos financieros que generen 
los recursos del patrimonio autónomo serán del 
fondo. Con cargo a los recursos del patrimonio 
autónomo y sus rendimientos financieros se 
atenderán los gastos operativos y administrativos 
requeridos para Su funcionamiento.

PARÁGRAFO 3º. El Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible podrá transferir los 
recursos que se le apropien en el presupuesto 
general de la nación al Fonsurec conforme al 
parágrafo 2 del presente artículo.

PARÁGRAFO 4º. La ordenación del gasto 
del Fonsurec, así como el nombramiento del 
consejo directivo, estará a cargo del Ministro del 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, o quien este 
delegue.
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PARÁGRAFO TRANSITORIO. Los recursos 
presupuestados en el Fondo Nacional Ambiental 
(Fonam) para la vigencia fiscal 2023 apropiados en el 
Presupuesto General de la Nación, correspondientes 
al Impuesto Nacional al Carbono efectivamente 
recaudado podrán ser transferidos al Fonsurec. 
Los saldos del Impuesto Nacional al Carbono 
recaudados y no distribuidos al treinta y uno (31) de 
diciembre de 2022 se destinarán a los fines previstos 
en el inciso 1º del presente artículo. Hasta tanto 
se constituya y entre en operación el fondo creado 
mediante el presente artículo, los recursos del 
Impuesto Nacional al Carbono apropiados para la 
vigencia fiscal 2023, se continuarán administrando 
y distribuyendo de acuerdo con el marco normativo 
vigente para el Fonam.

ARTÍCULO 12. VIGENCIA Y 
DEROGATORIA. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

 
Bogotá, D. C., 5 de junio de 2025

En Sesiones Plenarias Ordinarias de los días 22, 
23 de abril y 26 de mayo de 2025, fue aprobado 
en Segundo Debate, con modificaciones, el Texto 
Definitivo del Proyecto de Ley número 310 de 
2024 Cámara, 56 de 2023 Senado, por medio de la 
cual se promueve la conservación de humedales en 
el territorio nacional y se dictan otras disposiciones. 
Esto con el fin, que el citado proyecto siga su curso 
legal y reglamentario, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 183 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las Actas de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 233, 234, y 244 de abril 
22, 23 y mayo 26 de 2025, previo su anuncio en las 
Sesiones Plenarias Ordinarias de los días 8, 22 de 
abril y 21 de mayo de 2025, correspondiente a las 
Actas número 232, 233 y 243.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 424 DE 2024 CÁMARA, 55 DE 
2023 SENADO

por medio de la cual se fortalece la Ley 1616 de 
2013 y la política nacional de salud mental y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones Generales
ARTÍCULO 1º. Objeto. El objeto de la presente 

Ley es fortalecer la Política Nacional de Salud 
Mental, mediante la participación comunitaria, 
intersectorial y enfoques complementarios, para 

garantizar el ejercicio pleno del Derecho a la Salud 
Mental de la población colombiana por medio de 
la promoción de salud mental, la prevención de los 
trastornos mentales y la atención integral e integrada 
en salud mental en el ámbito del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, de conformidad al 
artículo 49 de la Constitución; con fundamento en 
los enfoques promocionales de calidad de vida, así 
como en los enfoques de curso de vida, territoriales, 
diferenciales, de género, derechos humanos, 
psicosociales, incluyendo tanto los determinantes 
sociales en salud como las estrategias y principios de 
la Atención Primaria en Salud; y dictar disposiciones 
relacionadas.

ARTÍCULO 2º. Ámbito de Aplicación. La 
presente ley se implementará a nivel nacional con un 
enfoque de atención integral basada en la promoción 
de la salud y prevención universal, selectiva e 
indicada de los trastornos de salud mental, así como 
en estilos de vida que propendan por el bienestar 
y la convivencia sociales. Igualmente, se aplicará 
sobre un enfoque de derechos humanos con especial 
atención en grupos vulnerables.

Parágrafo. Los recursos requeridos para 
la implementación de los gastos adicionales 
consagrados en la presente ley, estarán sujetos a 
disponibilidad presupuestal dentro del Marco Fiscal 
de Mediano Plazo.

ARTÍCULO 3º. Principios. Además de los 
principios rectores ya establecidos en la normativa 
vigente sobre salud mental, y de los que la 
reglamentación periódica estime convenientes, se 
deberán orientar las acciones propuestas dentro 
de la Política Nacional de Salud Mental sobre los 
siguientes principios:

a)	 Inclusión social y no discriminación por 
motivo de enfermedad o trastorno mental.

b)	 Prevención, atención integral y atención 
temprana.

c)	 Protección especial de menores, personas 
con discapacidad y adultos mayores.

d)	 Confidencialidad.
e)	 Derecho a la atención e intervención 

psicológica, farmacológica o social según las 
necesidades, tanto en consulta externa como 
en hospitalización; y al debido diagnóstico.

f)	 Fortalecimiento, formación y fomento 
continuo de la red de atención en salud 
mental, en los ámbitos público, privado, 
familiar, del tercer sector y de las entidades 
religiosas para la prevención y atención 
integral de pacientes y sus familias.

g)	 Economía.
h)	 Eficiencia y celeridad en los trámites.
i)	 Acceso oportuno y claro a la información.
j)	 Innovación y progresividad en la atención 

integral.
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k)	 Respeto irrestricto a los derechos humanos, 
incluyendo la convicción espiritual y de 
conciencia del paciente y su red de apoyo.

l)	 Respeto por parte de los profesionales de la 
salud al paciente y a su familia.

m)	 Respeto a la orientación sexual e identidad 
de género del paciente.

ARTÍCULO 4º. Coordinación y gobernanza. 
Para su implementación el Gobierno nacional aplicará 
un enfoque de coordinación interinstitucional, 
intersectorial y de gobernanza que permita la amplia 
participación de autoridades del orden nacional 
y territorial, así como de organizaciones, de la 
ciudadanía en sus distintos espacios de diálogo y 
participación, redes, del Consejo Nacional de 
Salud Mental y los Consejos departamentales 
de salud mental, comités locales, municipales 
y departamentales; para lo cual desarrollará 
mecanismos de articulación y diálogo alrededor de 
la formulación, implementación y evaluación de la 
Política Nacional de Salud Mental.

CAPÍTULO II
Formación, investigación, actualización de 

protocolos en salud mental y caracterización de 
la población

ARTÍCULO 5º. Fomento de la formación y 
la Investigación en Salud Mental. El Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Salud y Protección 
Social y el Consejo Nacional de Salud Mental o las 
entidades que hagan sus veces, coordinará con las 
demás entidades del Estado y entidades del sector 
privado el desarrollo de acciones para el fomento de 
la investigación científica, aplicada y comunitaria en 
salud mental en Colombia, así como la capacitación 
y formación continua en la materia del talento 
humano en salud con un enfoque integral de salud. 
Para lograr este objetivo en el marco de la autonomía 
universitaria se articulará con las Instituciones de 
Educación Superior públicas y privadas del país.

Parágrafo. Se facilitará el acceso y difusión de 
material pedagógico relacionado con la promoción, 
prevención, orientación y primeros auxilios 
psicológicos para la ciudadanía en general y los 
servidores públicos, promoviendo de esta manera la 
participación comunitaria.

ARTÍCULO 6º. Actualización y elaboración 
de guías, protocolos y rutas de atención en 
salud. El Ministerio de Salud y Protección Social, 
dentro de los doce (12) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de esta Ley, en colaboración 
con las sociedades científicas, las universidades, 
los usuarios, las instancias de participación, las 
instituciones prestadoras de servicios de salud, 
las administradoras de planes de beneficios y las 
administradoras de riesgos laborales, elaborará o 
actualizará los protocolos, guías y rutas de atención 
en salud que abarque la promoción y prevención, 
intervención, tamizaje y paliación integral y 
orientación en salud mental, trastornos de la conducta 
alimentaria y riesgos del consumo de sustancias 
psicoactivas, las cuales deberán ser socializadas y 

acogidas de forma obligatoria para la formación, 
actualización periódica y atención en salud de los 
agentes del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud competentes, incluso desde los niveles de 
atención de la salud no especializada o primaria. Los 
protocolos y guías se harán bajo los estándares de 
la mejor evidencia científica disponible y según los 
mejores estándares internacionales de salud mental. 
Así mismo se armonizarán con el reconocimiento de 
las libertades individuales, el derecho a la igualdad 
y no discriminación, y demás derechos humanos, 
incluyendo el derecho a la libertad de conciencia y 
toma de decisiones.

Estos instrumentos serán de obligatoria 
implementación por parte de todos los actores del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
incluyendo los niveles de atención primaria y 
no especializada, y deberán ser actualizados 
periódicamente cada tres (3) años o antes. En caso 
de avances científicos o emergencias sanitarias.

Parágrafo 1º. La adopción de estas herramientas 
será vinculante para las instituciones de educación 
superior que formen talento humano en salud, 
y deberá reflejarse en los planes curriculares de 
pregrado y posgrado.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Salud y 
Protección Social deberá diseñar e implementar 
una estrategia de seguimiento, evaluación y control 
social de la implementación de estas herramientas, 
en articulación con veedurías ciudadanas, 
asociaciones de usuarios, organizaciones sociales y 
entes territoriales de salud.

ARTÍCULO 7º. Caracterización de la 
población con problemas o trastornos de salud 
mental. El Ministerio de Salud y Protección 
Social en coordinación y apoyo del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística – DANE o 
la entidad que haga sus veces, el Consejo Nacional 
de Salud Mental, el Observatorio Nacional de Salud 
Mental, las Entidades Promotoras de Salud (EPS), 
los entes territoriales y las demás entidades que se 
considere necesario convocar, deberán recopilar, 
consolidar y reportar la información necesaria 
con el fin de adelantar una caracterización plena 
y continua del trastorno mental y de la salud 
mental en Colombia, con el fin de generar datos y 
evidencia de base sobre la carga de la enfermedad, 
la predictibilidad de la misma, los determinantes 
sociales de la salud, los factores de riesgo y los 
protectores; y demás información relevante para 
garantizar el bienestar físico y mental de la población 
colombiana, mediante el diseño e implementación 
de soluciones de acuerdo a la Política Nacional de 
Salud Mental y la atención integral en salud.

Parágrafo 1º. Para efectos de la implementación 
de la presente disposición, entre las demás que se 
consideren necesarias, el Ministerio de Salud y 
Protección Social deberá emitir un reporte anual, el 
cual será de conocimiento público sobre los avances 
en materia científica, de caracterización y diagnóstico, 
así como de las acciones y recomendaciones para la 
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formulación y evaluación de la Política Nacional de 
Salud Mental.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación facilitará, apoyará y 
gestionará propuestas de investigación, con el 
fin de generar datos y evidencia que aporten al 
conocimiento del estado de la salud mental en 
Colombia. Así mismo, brindará un apoyo técnico 
frente a la metodología a tener en cuenta para el 
reporte que presentará el Ministerio de Salud y 
Protección Social y el DANE.

CAPÍTULO III
Participación comunitaria, intersectorial y 

enfoques complementarios en la prevención de 
los problemas y trastornos de salud mental
ARTÍCULO 8º. Implementación del Modelo 

Comunitario en la prevención de la enfermedad 
mental. El Gobierno nacional a través del Ministerio 
de Salud y Protección Social, el Consejo Nacional 
de Salud Mental o la entidad que haga sus veces, el 
Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio del 
Interior, desarrollarán conjuntamente las acciones 
pertinentes para que las organizaciones comunitarias 
de base, así como las instituciones de educación 
superior y de los sectores sociales, incluyendo el 
sector religioso puedan hacer parte, de manera 
voluntaria, de las estrategias de promoción de la salud 
mental y prevención de los problemas y trastornos 
mentales implementadas por el Gobierno nacional, 
con el fin de brindar un efectivo acompañamiento 
a los miembros de sus comunidades y teniendo 
en cuenta el respeto irrestricto a la voluntad de 
participación de las personas.

Con este fin el Gobierno nacional desarrollará, 
sin perjuicio de las demás estrategias, planes y 
programas que defina en la materia:

1)	 La formación en primeros auxilios 
psicológicos dirigida al reconocimiento 
de signos de alerta y socialización de rutas 
para acceder al sistema de salud y a la 
oferta institucional para la promoción de 
la salud mental, prevención del suicidio, 
otros trastornos y el consumo de sustancias 
psicoactivas. Esta formación se implementará 
de manera prevalente en instituciones 
educativas públicas y privadas, de educación 
primaria y secundaria, con participación de 
los padres de familia y cuidadores.

2)	 La difusión y fácil acceso a las rutas de 
atención integral en materia de salud mental: 
El Gobierno nacional deberá garantizar una 
estrategia para la divulgación y difusión de 
todas las rutas de atención en materia de 
salud mental, especialmente, la Estrategia 
Nacional de la Prevención de la Conducta 
Suicida, como a las rutas de atención en 
salud mental, con enfoque prioritario en los 
niños, niñas y adolescentes, persona mayor y 
cuidadores.

3)	 La articulación entre la Nación, el territorio 
y las comunidades en coordinación con 

las Secretarías de Salud departamentales, 
municipales y distritales con los Comités 
Locales de la sociedad civil, Instituciones 
Educativas, Juntas de Acción Comunal y 
Local y demás instancias comunitarias y de 
participación.

4)	 El acompañamiento en campañas que 
promuevan el autocuidado y autoestima, con 
especial atención a mujeres, niños, niñas y 
adolescentes, personas con discapacidad y 
adultos mayores.

5)	 Enfoque diferencial para contrarrestar la 
conducta o ideación suicida y los suicidios, 
priorizando los sectores donde más se 
presente dicha situación.

Parágrafo 1º. Las instituciones de educación 
superior podrán, en el marco de su autonomía, diseñar 
e implementar estrategias como centros de escucha 
u otro tipo de metodologías, para facilitar espacios 
de prevención en salud mental a la comunidad 
universitaria y a la ciudadanía en general.

Parágrafo 2º. Para efectos de la presente 
disposición, se podrá armonizar con lo dispuesto 
en las políticas públicas de libertad religiosa a nivel 
nacional y territorial y demás normas vigentes 
relacionadas en la materia.

Parágrafo 3º. El Gobierno nacional coordinará 
con los entes del nivel nacional y las autoridades 
territoriales, la armonización de la presente ley 
y de la Política Nacional de Salud mental con el 
Plan Nacional de Orientación Escolar, los Centros 
de Escucha, las Zonas de Orientación y demás 
estrategias comunitarias que fomenten las acciones 
de promoción, prevención, atención, servicios y 
oportunidades para mejorar la calidad de vida de las 
comunidades.

Parágrafo 4º. En la implementación del Modelo 
Comunitario en la prevención de la enfermedad 
mental se respetarán los derechos humanos, en 
particular el derecho a la autonomía personal, 
la igualdad y la no discriminación por cualquier 
criterio prohibido por la Constitución.

Parágrafo 5º. El Gobierno nacional, en 
coordinación con las entidades del orden nacional 
y las autoridades territoriales, armonizará la 
implementación de la presente ley y de la Política 
Nacional de Salud Mental con el Plan Nacional 
de Orientación Escolar, los Centros de Escucha, 
las Zonas de Orientación y demás estrategias 
comunitarias existentes, con el propósito de 
fortalecer las acciones de promoción, prevención, 
atención integral y generación de oportunidades que 
contribuyan a la mejora de la calidad de vida de la 
población.

ARTÍCULO 9º. Estudio del Impacto de las 
Acciones Intersectoriales y Comunitarias en la 
salud mental. El Ministerio de Salud y Protección 
Social solicitará información al Ministerio del 
Interior, el Departamento Nacional de Planeación 
– DNP y el DANE, para desarrollar estudios 
periódicos que permitan identificar, determinar 
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y reconocer el impacto de los diferentes actores 
comunitarios, organizaciones, sectores económico, 
social, religioso, académico o de otra índole en 
materia de salud mental y el aporte al cumplimiento 
del Plan de Desarrollo y a la política Pública de 
salud mental.

Parágrafo 1º. Para el desarrollo de los estudios 
periódicos se podrá realizar convenios con entidades 
públicas, privadas y/o de cooperación internacional 
para su realización, conforme a los criterios técnicos 
que se definan para dichos efectos.

Parágrafo 2º. Los resultados de estos estudios 
deberán ser divulgados de manera pública, accesible 
y compresible, y utilizados para la formulación, 
seguimiento y ajuste de políticas públicas de salud 
mental a nivel nacional y territorial.

ARTÍCULO 10. Economía del Cuidado. El 
Gobierno nacional desarrollará planes, programas 
y proyectos multidisciplinares e interdisciplinares 
encaminados al reconocimiento, la formalización y 
fomento de la economía del cuidado, así como para 
el apoyo a los cuidadores y al entorno familiar.

Para tal efecto, los planes, programas y proyectos 
que formule y expida el Gobierno nacional deberán 
tener en cuenta lo dispuesto tanto en la Ley 2297 
de 2023 y la Ley 2305 de 2023 y las demás leyes o 
reglamentaciones relacionadas que se expidan en la 
materia.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Salud y 
Protección Social y el Consejo Nacional de Salud 
Mental en coordinación con el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, como con las 
demás entidades del Estado, entes territoriales 
y autoridades municipales, departamentales y 
distritales, coordinarán el análisis de la prestación 
de servicios de salud y conexos, para determinar la 
demanda social, así como el desarrollo de objetivos 
y metas en la materia, a fin de integrarlos con la 
Política Nacional de Salud Mental.

Parágrafo 2º. Sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo 15 de la Ley 1751 de 2015, el acceso 
a bienes y servicios complementarios podrá ser 
suministrado por parte de las EAPB o quien haga 
sus veces, previo cumplimiento de los requisitos de 
autorización de prestación de los mismos de acuerdo 
a los procedimientos legales y reglamentarios 
establecidos, la evidencia científica que los sustente 
y la justificación del especialista en el área de la 
salud. El Ministerio de Salud y Protección Social 
deberá reglamentar la asignación presupuestal que 
corresponda a este servicio, formas y periodos de 
pago.

ARTÍCULO 11. El deporte como factor 
protector de la Salud Mental. El Ministerio de 
Salud y Protección Social, en articulación con el 
Ministerio del Deporte, el Ministerio de Educación 
Nacional, las Secretarías de Educación y las 
entidades territoriales a nivel departamental, distrital 
y municipal, armonizarán la implementación de 
las políticas de fomento del deporte, la actividad 
física, las actividades lúdicas y el aprovechamiento 

del tiempo libre en los diferentes ciclos de la vida, 
con las políticas del orden nacional, departamental, 
distrital y municipal de salud mental, para el 
aprovechamiento del deporte como factor protector 
de la salud mental.

Estas acciones deberán reconocer y fortalecer 
al deporte como un espacio de integración social, 
promoción de la salud mental, prevención del 
consumo problemático de sustancias psicoactivas, 
reducción del estrés y promoción de la convivencia, 
especialmente en comunidades con alta exposición 
a factores de riesgo psicosocial.

Parágrafo. Se promoverá el reconocimiento 
y acompañamiento institucional a las prácticas 
comunitarias deportivas como el barrismo social, el 
fútbol popular, el fútbol aficionado y las iniciativas 
lideradas por organizaciones sociales deportivas, 
como herramientas de construcción de tejido social, 
reducción del estigma y fortalecimiento de la salud 
mental colectiva, especialmente en contextos 
urbanos y juveniles.

ARTÍCULO 12. Inclusión Social. El Gobierno 
nacional emitirá reconocimientos para las empresas 
privadas, organizaciones no gubernamentales, 
organizaciones del tercer sector y entidades del 
sector público que establezcan políticas de inclusión 
laboral y social, para las personas sujetos de la 
Política de Salud Mental.

Las entidades territoriales estarán autorizadas 
para realizar reconocimientos públicos a empresas 
privadas, organizaciones no gubernamentales, 
organizaciones del tercer sector y entidades del 
sector público que establezcan políticas de inclusión 
laboral y social, para las personas sujetos de la 
Política de Salud Mental. Así mismo, podrán incluir 
en sus planes de desarrollo metas de inclusión social 
para los pacientes en rehabilitación en salud mental 
y sus cuidadores.

CAPÍTULO IV
Fortalecimiento en el acompañamiento y 

atención poblaciones vulnerables
ARTÍCULO 13. Atención Especial al Adulto 

Mayor. El Gobierno nacional, a través del Ministerio 
de Salud y Protección Social y el Consejo Nacional 
de Salud Mental, o la entidad que haga sus veces, 
coordinarán con las demás entidades del Estado, 
entes territoriales y autoridades municipales, 
distritales y departamentales, acciones dirigidas 
a la inclusión del adulto mayor en programas 
permanentes para la prevención y atención integral 
de trastornos mentales, con especial énfasis 
prioritario en diagnósticos de deterioro cognoscitivo, 
depresión, trastornos del sueño y demencias, así 
como el apoyo en la creación de hábitos activos de 
vida saludable, la actividad física y estimulación 
cognitiva para mejorar su bienestar, facilitar su 
inclusión psicosocial y promover su participación 
activa como agentes de su familia, comunidad y de 
la sociedad en general.

Parágrafo. La capacitación del personal de 
salud debe incluir un énfasis prioritario en el 
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reconocimiento de trastornos cognitivos y la 
aplicación de herramientas diagnósticas para su 
detección precoz.

ARTÍCULO 14. Habitabilidad de calle y 
enfermedad mental. De conformidad a la Ley 1641 
de 2013 y complementarias, el Gobierno nacional, 
a través del Ministerio de Salud y Protección Social 
y el Consejo Nacional de Salud Mental o la entidad 
que haga sus veces, coordinarán con las demás 
entidades del Estado, entes territoriales y autoridades 
municipales y distritales, estrategias para atender 
a las personas en condición de habitabilidad de 
calle con enfermedad mental, por dependencia a 
sustancias psicoactivas, o por causa de la misma 
enfermedad; y prestar la atención integral a esta 
población, de acuerdo a los parámetros establecidos 
en la presente ley y complementarias. Igualmente, 
podrán establecer convenios con entidades públicas, 
privadas y de cooperación, para la debida atención, 
inclusión social y acompañamiento de los pacientes 
en condición de habitabilidad de calle.

Para la atención por urgencias de trastornos 
mentales de las personas en condición de 
habitabilidad de calle, de conformidad al artículo 11 
de la Ley 1996 de 2019, la IPS o quien haga sus 
veces, podrá solicitar a la Defensoría del Pueblo 
o a la Personería, la valoración de apoyos para el 
acompañamiento al paciente en la atención de 
urgencias, tratamiento, diagnóstico y seguimiento.

Parágrafo 1º. Las alcaldías municipales o 
distritales podrán celebrar acuerdos con entidades 
privadas, procurando brindar, a los habitantes 
de calle, entornos seguros para pernoctar, y para 
acceder a servicios básicos de saneamiento básico, 
seguridad alimentaria y en articulación para la 
atención efectiva en salud, salud mental y en el 
acceso a los programas sociales del orden nacional 
y territorial.

Parágrafo 2º. Las autoridades tendrán estricta 
prohibición de trasladar entre municipios a habitantes 
de calle. La Fiscalía General de la Nación deberá 
adelantar las acciones penales correspondientes 
cuando sea informada del desarrollo de estas 
conductas, igualmente la Procuraduría General de la 
Nación deberá adelantar los procesos disciplinarios 
correspondientes.

ARTÍCULO 15. Orientación a connacionales. 
El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Salud y Protección Social, el Consejo Nacional de 
Salud Mental o la entidad que haga sus veces y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, coordinarán 
las acciones pertinentes para orientar a los 
connacionales, sobre las rutas de acceso a atención 
psicosocial desde el exterior; así como para garantizar 
la difusión de la oferta sobre prevención y atención 
integral de enfermedad mental en Colombia y en el 
país de acogida.

ARTÍCULO 16. Atención en salud mental 
para personas con dependencia a sustancias 
psicoactivas. La entidad rectora de la Política 
Nacional de Salud Mental deberá incluir acciones 

orientadas a garantizar el acceso a servicios 
de atención en salud mental para las personas 
que manifiesten voluntad de iniciar procesos 
de intervención relacionados con el consumo 
de sustancias psicoactivas, incluyendo, cuando 
así lo soliciten, estrategias de acompañamiento 
terapéutico, tratamiento psicosocial y, de manera 
voluntaria, procesos de desintoxicación.

En todos los casos, la atención deberá respetar 
el principio del consentimiento informado, el 
libre desarrollo de la personalidad y las creencias 
personales de los usuarios, permitiendo, si así lo 
manifiestan, el acceso a acompañamiento espiritual, 
en articulación con la normativa vigente en materia 
de consumo de sustancias psicoactivas y atención en 
salud.

Asimismo, se deberán establecer mecanismos de 
orientación y apoyo psicosocial para los integrantes 
del núcleo familiar de la persona que presenta 
consumo problemático de sustancias.

Las entidades responsables de la política pública 
sobre sustancias psicoactivas deberán notificar 
de manera inmediata al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF) cuando identifiquen 
situaciones que involucren afectación directa o 
indirecta de menores de edad, a fin de que dicha 
entidad active las rutas de protección, seguimiento 
y atención correspondientes.

Parágrafo. Dentro de las acciones contempladas, 
el Ministerio de Salud proyectará en coordinación 
con las entidades territoriales, la necesidad de 
centros de atención pública para la rehabilitación 
voluntaria y procesos de intervención voluntaria para 
consumidores de SPOA, como parte de la atención 
integral en salud y salud mental en el Marco del Plan 
de Beneficios en Salud.

Para lo anterior, se coordinará con las entidades 
competentes para determinar la necesidad como 
la proyección fiscal del programa de Centros de 
Rehabilitación, para lo cual podrán realizarse 
convenios con entidades privadas con idoneidad y 
experiencia en el campo. Asimismo, se articulará 
con el acceso efectivo a la red integral e integrada 
de salud para asegurar la adherencia y continuidad 
de los procesos.

ARTÍCULO 17. Prevención de la adicción. 
El Ministerio de Salud y Protección Social en 
articulación con el INVIMA y el Consejo Nacional 
de Salud Mental, las EAPB e IPS o quienes hagan 
sus veces, desarrollarán acciones de prevención 
y evaluación continua ante la prescripción de 
tratamientos o medicamentos que repercutan en 
el desarrollo de trastornos mentales como efecto 
secundario de su uso. Con este fin publicará un 
listado anual de alertas sobre el uso y limitaciones 
del uso prolongado de determinados medicamentos 
junto con el llamado al consumo y prescripción 
responsable de medicamentos que generen 
dependencia o efectos secundarios sobre la salud 
mental.
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CAPÍTULO V
Red atención en salud, atención, evaluación, 
diagnóstico, tratamiento dispensación de 

medicamentos
ARTÍCULO 18. Red de atención en salud 

mental. El Gobierno nacional a través del Ministerio 
de Salud y Protección Social y el Consejo Nacional 
de Salud Mental o la entidad que haga sus veces, 
coordinará con las demás entidades del Estado, 
entidades territoriales y autoridades municipales, 
distritales y departamentales, el estudio y evaluación 
de la demanda en la atención ambulatoria, de 
urgencias y de hospitalización por problemas o 
trastornos de salud mental, así como de tratamiento, 
de cuidado y atención psicológica y social en todo el 
territorio nacional, con el fin de establecer las metas 
a cubrir, sin perjuicio de las que además se definan, 
en materia de:

1)	 Talento humano suficiente en salud para 
cubrir la demanda.

2)	 Personal de apoyo cualificado.
3)	 Centros o instalaciones de atención en salud 

mental especializados necesarios.
Lo anterior, para fortalecer y garantizar una red 

de atención pública y privada en salud humanizada 
y con calidad en esta materia.

ARTÍCULO 19. Derecho a la atención, 
evaluación, diagnóstico y tratamiento. En 
concordancia de los derechos de las personas 
consagrados en el artículo 6º de la Ley 1616 de 
2013, las entidades del Sistema de Salud deberán 
garantizar el derecho a la efectiva promoción y 
acceso a programas de prevención, convivencia 
y psicoeducación, la planeación e intervención 
psicológica y social relacionada al trastorno de salud 
mental y su cuidado.

Los exámenes diagnósticos, medidas terapéuticas 
y citas necesarias deberán ser:

a)	 Suministrados de forma célere y oportuna 
por la entidad prestadora de salud dentro 
de los términos que defina el profesional 
de la salud, asegurando el acceso efectivo 
a promoción, prevención, tratamiento y 
diagnóstico del trastorno de salud mental, 
especialmente para quienes ingresen por 
atención de urgencias;

b)	 Efectivamente registrados en la historia 
clínica electrónica interoperable para la 
debida caracterización y seguimiento de los 
pacientes.

c)	 Agendados de forma oportuna en ambos 
regímenes. Las EPS o quien haga sus veces, 
mantendrán las agendas abiertas para la 
asignación de citas durante todo el año. En 
caso de requerirse autorización previa para la 
cita, la respuesta de la EPS no podrá exceder 
los tres (3) días hábiles para casos urgentes y 
cinco (5) días hábiles para casos no urgentes 
desde el momento de la radicación.

d)	 En los casos donde el profesional de la salud 
tratante, de acuerdo con la condición clínica 
del paciente, defina un tiempo específico para 
la atención por especialista, la EPS realizará 
la gestión correspondiente para asignar la 
cita dentro de dichos tiempos.

e)	 Dispuestos en canales de atención virtual, 
telefónicos y físicos para el agendamiento de 
citas.

f)	 Habilitados en canales de atención como 
la telemedicina o alternativas a la atención 
presencial, sin perjuicio de la misma, con el fin 
de facilitar el acceso al derecho fundamental 
a la salud, al diagnóstico y tratamiento 
efectivo en todo el país, considerando la 
afinidad, condiciones geográficas y culturales 
del entorno del paciente para su adecuada 
atención. Se garantizará que la telemedicina 
mantenga los mismos estándares de calidad 
que la atención presencial y se establecerán 
protocolos específicos para evaluaciones 
psiquiátricas virtuales. Se dará prelación a 
estas alternativas de atención, cuando los 
pacientes tengan limitaciones para asistir 
de manera presencial por su condición 
física o mental o en su desplazamiento por 
encontrarse localizados en zonas rurales o de 
difícil acceso y que requieran autorización 
de fórmulas médicas reiterativas.

Parágrafo 1º. En los casos de hospitalización por 
causa de trastorno mental, no podrán desatenderse 
las demás patologías físicas que sufra el paciente. 
El tratamiento propenderá por la recuperación y 
atención integral.

Parágrafo 2º. Para la prestación del servicio 
de urgencias, se debe atender a los usuarios 
con trastornos de salud mental con el debido 
enrutamiento y celeridad de acuerdo al sistema 
de selección y clasificación de pacientes en los 
servicios de urgencias - triage y a los estándares 
internacionales sobre protocolos y tiempos de 
atención de esta población. Así mismo, se deberá 
realizar el seguimiento del tratamiento por parte de 
la entidad prestadora de salud asignada.

Parágrafo 3º. Se prohíben las conductas dilatorias 
o atribuibles a condiciones administrativas ajenas 
al paciente, que afecten su atención profesional y 
especializada, así como la continuidad que requiera 
el paciente en el marco de su tratamiento y control.

ARTÍCULO 20. Dispensación de 
medicamentos. El Gobierno nacional establecerá 
los procedimientos y reglamentación para la 
dispensación de medicamentos prescritos en el 
marco de la atención integral en salud, con base en 
la historia clínica electrónica y la interoperabilidad 
de los sistemas de la red de salud, prestadores y 
dispensarios públicos y privados.

Desde los niveles de atención primaria, y con 
respaldo de las entidades promotoras de salud o 
las que hagan sus veces, se contará con programas 
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permanentes para el diagnóstico y seguimiento de 
pacientes en salud mental.

ARTÍCULO 21. Atención en salud mental 
para personas privadas de la libertad: El Gobierno 
nacional, a través del Ministerio de Salud y Protección 
Social, el Consejo Nacional de Salud Mental o la 
entidad que haga sus veces, el Ministerio de Justicia y 
del Derecho en coordinación con el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (Inpec) y la Unidad de 
Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) 
determinarán y desarrollarán las acciones pertinentes 
para asegurar que el componente de apoyo social, 
espiritual, familiar haga parte de los programas y 
estrategias de resocialización, así como de su atención 
integral en salud mental y prevención de trastornos 
de salud mental, en respeto a los derechos humanos, 
incluyendo la autonomía personal, igualdad y derecho 
al libre culto y de conciencia de las personas privadas 
de la libertad, su red de apoyo y de las comunidades, 
siempre y cuando así sea solicitada.

ARTÍCULO 22. Atención integral en salud 
mental a las víctimas del conflicto armado. El 
Gobierno nacional, por intermedio del Ministerio 
de Salud y Protección Social y el Consejo Nacional 
de Salud Mental, o la entidad que haga sus veces, en 
coordinación con las entidades del orden nacional, 
las autoridades territoriales y demás instancias 
competentes, implementarán líneas de atención 
diferencial y prioritaria en salud mental dirigidas a 
las víctimas del conflicto armado interno.

Dichas acciones deberán contemplar la inclusión 
de esta población en programas permanentes de 
prevención, atención integral y rehabilitación 
psicosocial frente a los trastornos mentales, 
riesgos y afectaciones emocionales derivadas de su 
condición de víctima, con especial atención a las 
secuelas asociadas a hechos victimizantes como el 
desplazamiento forzado, la desaparición forzada, 
la violencia sexual, el reclutamiento, la pérdida de 
familiares y demás formas de afectación individual 
o colectiva.

La atención deberá garantizar el acceso 
oportuno, el respeto por los enfoques diferencial, 
territorial, de género, étnico y etario, y deberá incluir 
acompañamiento terapéutico sostenido, intervención 
psicosocial, y medidas de apoyo comunitario e 
institucional, conforme a los principios establecidos 
en la Ley 1448 de 2011 y demás normas que regulan 
la atención a víctimas.

ARTÍCULO 23. Enfoque intercultural para la 
promoción de salud mental. El Gobierno nacional, 
a través del Ministerio de Salud y Protección Social, 
el Consejo Nacional de Salud Mental o la entidad 
que haga sus veces y el Ministerio del Interior, 
coordinarán las acciones pertinentes para que la 
Política Nacional de Salud Mental reconozca los usos 
y costumbres de las comunidades indígenas, negras, 
afrodescendientes, palenqueras, raizales y Rrom.

ARTÍCULO 24. Reglamentación. El Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Salud y Protección 
Social, en coordinación con las demás entidades 
respectivas al campo de aplicación, reglamentará lo 

establecido en la presente ley en los siguientes seis 
(6) meses a la entrada en vigencia de la misma.

ARTÍCULO NUEVO. Enfoque de no 
discriminación para la promoción de salud mental. 
El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Salud 
y Protección Social, el Consejo Nacional de Salud 
Mental o la entidad que haga sus veces, la Defensoría 
del Pueblo y el Ministerio del Interior, coordinarán 
las acciones pertinentes para que la Política Nacional 
de Salud Mental reconozca, atienda y haga efectivo el 
derecho que tiene toda persona de vivir y expresar su 
orientación sexual identidad de género, nacionalidad, 
conciencia, religión y origen, libre de cualquier forma 
de discriminación de conformidad a la Ley 1482 de 
2011.

ARTÍCULO NUEVO. Instancias de 
participación. Créese a nivel nacional, departamental, 
distrital, municipal y/o local mesas de salud mental 
como instancias de participación, concertación, 
control y vigilancia social de la gestión pública, 
relacionadas con la promoción de la salud mental, 
mecanismos, fórmulas y propuestas sociales de 
prevención de los trastornos mentales y actividades 
relacionadas para promover la atención integrada en 
salud mental.

ARTÍCULO NUEVO. Atención especial a las 
víctimas de desastres y emergencias. Sin perjuicio de 
lo señalado en la Ley 1523 de 2012 y los lineamientos 
que expida el Ministerio de Salud y la Protección 
Social, así como las demás entidades competentes, 
desde la práctica universitaria los estudiantes podrán 
preparase y aplicar el modelo de intervención en 
crisis denominado psicoemergenciología, definida 
como las maniobras interventivas y aplicadas por 
psicólogos o psiquiatras, para contener las respuestas 
psicoemocionales derivadas de situaciones adversas 
o pérdidas, así como brindar apoyo psicológicos a los 
primeros respondientes o a las personas que hayan 
estado vinculadas como víctimas ante situaciones que 
tengan un impacto psicoemocional por presenciar 
situaciones de emergencia o desastres.

ARTÍCULO NUEVO. El Estado garantizará 
por medio de políticas públicas intersectoriales, 
la implementación de programas permanentes de 
promoción de la salud mental, concientización y 
prevención de los trastornos y enfermedades mentales.

Estos programas deberán desarrollarse en los 
entornos educativos, laborales, comunitarios y 
familiares, e incluirán acciones de psicoeducación, 
detección temprana y formación en primeros auxilios 
psicológicos.

ARTÍCULO 25. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su sanción, promulgación y publicación en 
el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.
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Bogotá, D. C., 28 de mayo de 2025

En Sesiones Plenarias Ordinarias de los días 
20 y 26 de mayo de 2025, fue aprobado en 
Segundo Debate, con modificaciones, el Texto 
Definitivo del Proyecto de Ley número 424 de 
2024 Cámara – 55 de 2023 Senado, por medio 
de la cual se fortalece la Ley 1616 de 2013 y la 
política nacional de salud mental y se dictan 
otras disposiciones. Esto con el fin, que el citado 
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proyecto siga su curso legal y reglamentario, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 183 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las Actas de 
Sesiones Plenarias Ordinarias número 242 y 244 
de mayo 20 y 26 de 2025, previo su anuncio en 
las Sesiones Plenarias Ordinarias de los días 14 
y 21 de mayo de 2025, correspondiente al Acta 
número 241 y 243.


